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Para que las empresas puedan crecer, crear 
valor y estar dentro de las más admiradas 
deben llegar a ser empresas de gran tamaño; 
sin embargo, las dificultades que se presentan 
para crecer, por medio de recursos propios, 
llevan a un gran número de ellas a considerar 
el financiamiento por medio de una bolsa de 
valores; no obstante, pocas logran este sueño.

Este libro presenta una ruta que explica, de 
forma clara, qué debe hacer una empresa que 
desea obtener financiamiento por medio de las 
Bolsas Mexicanas de Valores y así llegar a 
donde otras sólo lo imaginan.
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A medida que transcurre el año se van aproximando las fechas para 
seguir cumpliendo con obligaciones de carácter legal, y es turno de 
que los patrones que hayan generado utilidades en el ejercicio fiscal 
inmediato anterior hagan el reparto correspondiente entre sus tra­
bajadores. Por ello, hemos preparado esta edición especial en la cual 
se abordan diversas vertientes relativas al pago de la PTU, como los 
aspectos laborales, fiscales e incluso una app electrónica que le 
ayudará a determinarla y a calcular la retención del impuesto corres­
pondiente.

Por otro lado, damos a conocer un interesante análisis de la  
inconstitucionalidad de la cancelación de los certificados de sello di­
gital (CSD) que realizan las autoridades fiscales, lo cual representa 
un acto de molestia que vulnera derechos fundamentales de los go­
bernados, como el derecho de audiencia, dando pauta a que se tra­
mite un juicio de amparo en el cual se solicite la suspensión de dicha 
actuación.

Asimismo, al encontrarnos en una época en la cual se incremen­
tan las solicitudes de devoluciones de impuestos federales, espe­
cialmente del ISR, damos a conocer un excelente artículo en el cual 
se aborda la parte sustantiva del derecho que tienen los contribu­
yentes a obtener la devolución de las cantidades pagadas en exceso 
al fisco, para lo cual habrá que cumplir con una serie de formalidades 
contenidas en las disposiciones fiscales.

También presentamos un extracto de los beneficios que se en­
cuentran implícitos en la Resolución de Facilidades Administrativas 
para 2019 (RFA-19) publicada en el Diario Oficial de la Federación 
(DOF) el 21 de febrero de 2019, dirigidas a los contribuyentes de los 
sectores Primario y de autotransporte.

En la presente edición se incluyen otros temas igual de importan­
tes, esperando que toda la información que damos a conocer sea de 
gran utilidad en su desarrollo profesional y académico.

Agradeciendo, como siempre, su lealtad y preferencia.
PAF, la Revista Fiscal de México, lo asesora.

L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero
Editor

PRONTUARIO DE ACTUALIZACIÓN FISCAL
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ISR 1. PAGO POR DEDUCIBLE 
DE PRIMA DEL SEGURO DE 
GASTOS MÉDICOS

Pregunta

Una persona física que tiene contratado un 
seguro de gastos médico sufrió un accidente y 
tuvo que hacer uso de dicho seguro; sin embar­
go, tuvo que pagar el deducible correspondiente. 

Las respuestas que aquí aparecen fueron elaboradas considerando las disposiciones fis­
cales, laborales y de seguridad social vigentes, con base en los datos proporcionados por 
nuestros lectores, por lo que si la información entregada por ellos fuere imprecisa o incorrecta, 
la respuesta podría variar sustancialmente.

ISR:	 1.	 Pago por deducible de prima del  
seguro de gastos médicos.

IVA:	 2.	 Devolución automática del IVA.

Casiapreguntas

L.D. Juan José Ines Trejo
C.P. Hugo Gasca Bretón

CASIAPREGUNTAS PAF



6

71
0

Con base en lo anterior le surge 
la siguiente duda: ¿en qué apar­
tado de la declaración anual 
va a ingresar la información  
correspondiente a dicho pago 
para efectos de poderlo con­
templar como una deducción 
personal?

Respuesta

No existe un apartado para  
ingresar la información corres­
pondiente, puesto que dicho pa­
go por el deducible de seguro 
por gastos médicos no es con­
siderado como una deducción 
personal, por lo que la autori­
dad da a conocer el criterio nor­
mativo 55/ISR del Anexo 7 de 
la Resolución Miscelánea Fiscal 
2018 (RMF-18), el cual prevé lo 
siguiente:

Deducible del seguro  
de gastos médicos. No es 
una deducción personal

55/ISR/N. El artículo 151, frac­
ciones I y VI de la Ley del ISR 
establece como deducciones 
personales los pagos por hono­
rarios médicos, dentales, por 
servicios profesionales en ma­
teria de psicología y nutrición 
prestados por personas con títu­
lo profesional legamente expe­
dido y registrado por las autori­
dades educativas competentes,  

así como los gastos hospitalarios, y las primas por seguros de gastos 
médicos. En el contrato de seguro la compañía aseguradora se obli­
ga, mediante una prima, a resarcir un daño o a pagar una suma de 
dinero; asimismo, el contratante del seguro está obligado a pagar el 
deducible estipulado en dicho contrato de conformidad con lo dis­
puesto por los artículos 1 y 86 de la Ley sobre el Contrato de Seguro. 
Por lo tanto, el pago del deducible del seguro de gastos médicos no 
es un gasto médico, ni es una prima por concepto de dicho seguro, en 
virtud de que son erogaciones realizadas como una contraprestación 
de los servicios otorgados por la compañía aseguradora de confor­
midad con la Ley sobre el Contrato de Seguro y por ello, no podrán 
considerarse como una deducción personal para efectos del ISR.

Por tanto, el pago del deducible del seguro de gastos médicos 
no tiene un campo en específico para que este gasto se pueda con­
siderar en su declaración anual, ya que no es considerado como una 
deducción personal.

Fundamento legal: Artículo 151, fracciones I y VI de la Ley  
del Impuesto sobre la Renta (LISR), y criterio normativo 55/ISR del 
Anexo 7 de la RMF-18.

IVA 2. DEVOLUCIÓN  
AUTOMÁTICA DEL IVA

Pregunta

Un contribuyente persona física presentó su declaración definitiva 
del impuesto al valor agregado (IVA) y obtuvo un saldo a favor op­
tando por la devolución automática en términos de la regla 2.3.17. 
de la RMF-18; sin embargo no tiene activado su Buzón Tributario, 
por lo que le surge la siguiente duda: ¿se le considerará dentro de la 
facilidad para obtener la devolución automática del IVA?

Respuesta

No, ya que para que sea considerada una devolución automática 
del IVA debe tener activado su Buzón Tributario, dicha informa­
ción la podrá visualizar en la regla 2.3.17. de la RMF-18, publicada  
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el 22 de diciembre de 2017 en el Diario Oficial 
de la Federación (DOF). A su letra menciona lo  
siguiente:

Devolución automática de saldos 
a favor de IVA

2.3.17. Para los efectos del artículo 22 del CFF y 
6 de la Ley del IVA, las personas físicas y morales 
que presenten su declaración del IVA a través del 
servicio de declaraciones en el formato electróni­
co correspondiente, utilizando la e.firma o e.firma 
portable, podrán obtener la devolución de las 
cantidades a favor en un plazo máximo de 5 días, 
siempre que en la declaración se señale la opción 
de devolución y dichas cantidades no excedan de 
$1’000,000.00 (un millón de pesos 00/100 M.N.).

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                            

No podrá aplicar la facilidad prevista en esta re­
gla el contribuyente que se ubique en cualquiera 
de los siguientes supuestos: 

a)	No tenga confirmado el acceso al buzón tribu­
tario a través del Portal del SAT, el cual se uti­
lizará para darle seguimiento al trámite de que
se trate;

Por tanto, si bien es cierto que existe la opción 
de realizar la solicitud de devolución de forma au­
tomática, es necesario que se tenga activo y acce­
so al Buzón Tributario, de lo contrario no le será 
aplicable la facilidad mencionada.

Fundamento legal: Artículos 22 del Código 
Fiscal de la Federación (CFF); 6o. de Ley del Im­
puesto al Valor Agregado (LIVA) y regla 2.3.17. de 
la RMF-18.  

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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distinción, atendiendo a su giro o a la figura de 
constitución legal que tengan, ya que cualquier 
persona puede ser patrón sin importar si es física 
o moral.

PATRONES NO  
OBLIGADOS A REPARTIR PTU

Existen algunos patrones que no están obligados 
a realizar reparto de la PTU. En primer lugar: las 
instituciones que tengan relaciones laborales de 
las establecidas en el apartado B del artículo 123 
de la Constitución; por lo tanto, las instituciones 
públicas de los tres poderes de la Unión, el go­
bierno federal y los estados de la República, así 
como los organismos descentralizados.

Adicionalmente, existen otros patrones con 
relaciones laborales establecidas en el aparta­
do A del artículo 123 de la Constitución, que no  

INTRODUCCIÓN

La participación de los trabajadores en las utili­
dades de las empresas (PTU) es un derecho de los 
empleados contenido en el artículo 123, apartado 
A, fracción IX, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, el cual establece las 
bases del reparto, y de manera más puntual es en 
la Ley Federal del Trabajo (LFT), artículos 117 al 
131, donde se prevén los lineamientos que regulan 
dicho reparto. El porcentaje a repartir, fijado por 
la Comisión Nacional para la Participación de los 
Trabajadores en las Utilidades de las Empresas 
(CNPTU) es de 10% sobre la renta gravable, por 
lo que la Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR) 
es donde encontramos las regulaciones para de­
terminar el monto que sirve de base para calcular 
la cantidad de la PTU a repartir. Este porcentaje 
es de aplicación para todo tipo de empresas, sin 

Artículos

Estudio integral de la PTU
Mtra. Flor de María Tavera Ramírez
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están obligados al reparto de la 
PTU, como:

• Empresas de nueva crea­
ción en su primer año de
funcionamiento. Dicho pla­
zo se cuenta a partir del pri­
mer día de inicio de activida­
des.

• Empresas de nueva crea­
ción dedicadas a elaborar
un producto nuevo, en los
dos primeros años de funcio­
namiento.

• Empresas de la industria
extractiva de nueva crea­
ción, en su periodo de explo­
ración.

• Instituciones de asistencia
privada que realicen actos
con fines humanitarios y
de asistencia, sin el propósi­
to de lucrar y sin designar de
manera individual a los bene­
ficiarios.

Tampoco tienen la obliga­
ción el Instituto Mexicano del 
Seguro Social (IMSS) e Insti­
tuto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores 
(Infonavit), así como las ins­
tituciones públicas con fines 
culturales, asistenciales o de  
beneficencia.

Las empresas que tengan un 
capital menor del que fije la Se­
cretaría del Trabajo y Previsión 
Social (STPS) por ramas de la 
industria. El 19 de diciembre de 

1996 es publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) que 
quedan exceptuadas de la obligación de repartir utilidades las 
empresas cuyo capital y trabajo generen un ingreso anual decla­
rado al impuesto sobre la renta (ISR) no superior a 300 mil pesos.

BASE PARA CALCULAR LA PTU

El artículo 120 de la LFT señala que se considera utilidad en cada 
empresa, la renta gravable, de conformidad con las normas de la 
LISR, por lo que se debe atender a la disposición fiscal para deter­
minar el monto a repartir.

La base sobre la cual se hace el reparto se determina de mane­
ra distinta de acuerdo con el régimen fiscal en que se encuentre el 
patrón, pudiendo ser:

• Personas morales del título II de la LISR.
• Personas físicas con actividad empresarial (régimen general).
• Personas físicas con actividad profesional (que únicamente rea­

lice actividades profesionales dentro del régimen de actividad
empresarial y profesional).

• Personas físicas del Régimen de Incorporación Fiscal (RIF).
• Personas físicas del régimen de arrendamiento.

Para personas morales del título II de la LISR, la base de re­
parto de la PTU se calcula conforme al artículo 9 de la LISR, de 
acuerdo con el siguiente procedimiento:

Ingresos acumulables
(–) Deducciones autorizadas
(–) Pagos exentos a trabajadores no deducibles de acuerdo con el 

artículo 28, fracción XXX, de la LISR
(=) Base de reparto de la PTU
(x) Porcentaje a distribuir (10%)
(=) PTU a repartir

En el caso de patrones personas físicas con actividad empre­
sarial del Régimen General, la fórmula para reparto de la PTU es 
igual que la de personas morales, pero recordemos que el momento  
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de acumulación de ingresos y las deducciones 
autorizadas varían enormemente entre una per­
sona moral y una persona física.

En el caso de personas morales del título III de 
la LISR, sólo tendrán base para reparto de la PTU 
si tienen base para pago del ISR.

Las personas físicas del RIF deben determinar 
la PTU sobre la utilidad fiscal que resulte de la 
suma de las utilidades fiscales obtenidas en cada 
bimestre del ejercicio, pudiendo restar, además, 
las cantidades que no hubieran sido deducibles 
en los términos de la fracción XXX del artículo 28 
de la LISR; es decir, las cantidades que fueron pa­
gos exentos a los trabajadores y por este motivo 
no fueron deducibles para el patrón en su totali­
dad (artículo 111 de la LISR).

En caso de que el patrón únicamente realice 
actividades profesionales, a sus trabajadores les 
corresponderá, máximo, un mes de salario con­
forme con lo dispuesto en el artículo 127, fracción 
III, de la LFT, norma aplicable también a la PTU 
que deba repartir una persona física con ingresos 
obtenidos únicamente por arrendamiento de 
inmuebles.

PTU Y SALARIO

La PTU no forma parte del salario y no se consi­
derará como tal para el pago de indemnizacio­
nes. De igual modo, la PTU no se integra para 
efectos del salario base de cotización (SBC) de 
acuerdo con la Ley del Seguro Social (artículo 27 
de la LSS).

SANCIONES POR  
FALTA DE PAGO DE LA PTU

Las multas por la falta de pago de la PTU, o inclu­
so por hacer el pago, pero después de la fecha en 

que se debió pagar, están fijadas por la LFT y son 
elevadas, por lo cual se recomienda se cumpla en 
tiempo y forma con esta obligación.

La multa es fijada por cada trabajador que 
resulte afectado y va desde las 250 a las cinco 
mil unidades de medida y actualización (UMA); 
es decir, la multa más pequeña para 2019 será 
de $21,122.50 y la más elevada de $422,450.00 
por trabajador (valor de la UMA para 2019: 
$84.49).

La STPS realiza campañas masivas para re­
visar en las empresas el correcto cumplimiento 
de las obligaciones que establece la LFT, adicio­
nalmente el trabajador que no recibió la PTU 
puede acudir a la Procuraduría Federal de la 
Defensa del Trabajo (Profedet) para denunciar 
este hecho.

PROCEDIMIENTO  
PARA EL REPARTO DE LA PTU

El plazo para repartir la PTU es de 60 días na­
turales posteriores a la fecha en que debió pre­
sentarse la declaración anual; es decir, el 30 de 
mayo para personas morales y 29 de junio para 
personas físicas.

El plazo para exigir y cobrar la PTU es de un 
año, si luego de ese tiempo el trabajador no re­
cogió la PTU a que tuvo derecho, ese monto se 
sumará a la cantidad de la PTU a repartir en el 
ejercicio siguiente, y serán los trabajadores de 
ese ejercicio quienes se beneficiarán del monto 
no cobrado.

El derecho a cobrar la PTU no prescribe con 
la muerte del trabajador, ya que, de ser el caso, 
serán los beneficiarios quienes puedan reclamar 
dicho derecho.

La cronología para el reparto de la PTU es la 
siguiente:
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1.	El patrón presenta su de­
claración anual, a partir de
esa fecha tiene un plazo
de 10 días para entregar a
los trabajadores copia de la
misma.

2. Los anexos de la declaración
anual quedan a disposición de
los trabajadores en las ofi­
cinas de la empresa y en la
propia Secretaría de Hacien­
da y Crédito Público (SHCP)
durante el término de 30 días.

Los trabajadores no po­
drán poner en conocimiento
de terceras personas los datos
contenidos en la declaración
y sus anexos.

3.	Dentro de los 30 días
siguientes a la recepción de
la declaración anual, el sin­
dicato o la mayoría de los
trabajadores podrá formular
ante la SHCP las observacio­
nes que juzgue convenientes.
La SHCP tiene la obligación
de responder por escrito una
vez que concluyan los pro­
cedimientos de fiscalización
de acuerdo con los plazos
que establece el CFF respec­
to a cada una de las observa­
ciones.

4.	La resolución definitiva que
dicte la SHCP no podrá ser
recurrida, es decir, no podrá
ser objetada por los trabaja­
dores.

5.	Dentro de los 30 días
siguientes a la resolución

dictada por la SHCP, el patrón dará cumplimiento a la misma, 
independientemente de que la impugne.

		  Si como resultado de la impugnación que haga el patrón 
hubiera una variación a su favor en el sentido de la resolu­
ción, los pagos hechos podrán deducirse de las utilidades 
correspondientes a los trabajadores en el siguiente ejercicio.

6. El patrón deberá repartir las utilidades correspondientes entre
los trabajadores dentro de los 60 días siguientes a la fecha en que
deba pagarse el impuesto anual, aun cuando esté en trámite la
objeción de los trabajadores.

7. Cuando la SHCP aumente el monto de la utilidad gravable sin
haber mediado objeción de los trabajadores o haber sido resuel­
ta, el reparto adicional se hará dentro de los 60 días siguientes a
la fecha en que se notifique la resolución.

8.	Sólo en caso de que ésta fuera impugnada por el patrón, se
suspenderá el pago del reparto adicional hasta que la reso­
lución quede firme, garantizándose el interés de los trabaja­
dores.

9.	El importe de la utilidad no reclamada en el año en que
sean exigibles se agregará a la utilidad repartible del año
siguiente.

CASO PRÁCTICO

Paso 1. Determinar la base 
de reparto de la PTU

Determinemos la PTU a repartir en una persona moral cuyos in­
gresos acumulables del ejercicio ascienden a tres millones de pe­
sos, sus deducciones autorizadas: 800 mil pesos, se pagaron 100 
mil pesos exentos a trabajadores y su factor de no deducibilidad 
es del 0.53.

Total de ingresos exentos pagados a trabajadores $100,000.00
(x) Factor no deducible 0.53 
(=) Pagos por ingresos exentos a trabajadores no

deducible $53,000.00 
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Ingresos acumulables $3’000,000.00
(–) Deducciones autorizadas 800,000.00
(–) Cantidades que no fueron deducibles, artículo 28, fracción XXX 53,000.00
(=) Base para la PTU $2’147,000.00
(x) Porcentaje de la PTU 10
(=) PTU a repartir $214,700.00

Paso 2. Crear la Comisión Mixta de la PTU

Se debe crear una comisión integrada por igual número de representantes de los trabajadores  
y del patrón.

La LFT no marca un número mínimo de integrantes, únicamente indica que deben ser por partes 
iguales en representación del trabajador y del patrón.

Paso 3. Formular el proyecto que determine  
la PTU que corresponde a cada trabajador

Para poder realizar el proyecto de reparto de la PTU, el patrón pondrá a disposición de la comisión 
mixta de la PTU la lista de asistencia y de raya de los trabajadores, con el fin de poder fijar las bases, 
tanto de tiempo como de ingreso, para distribuir la PTU, así como de algún otro elemento que sea 
necesario para realizar el cálculo.

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Una vez que se tiene el mon­
to de la utilidad repartible, éste se 
dividirá en dos partes iguales. La 
primera se repartirá entre los tra­
bajadores tomando como base el 
número de días trabajados por 
cada uno en el año. Para calcu­
lar la PTU con base a días labo­
rados se considerará como días 
trabajados las incapacidades por 
maternidad en los periodos pre y 
posnatales, así como las incapa­
cidades por riesgo de trabajo.

La segunda parte se repar­
tirá en proporción al monto de 
los salarios devengados por el 
trabajo prestado durante el año. 
Para este concepto se entiende 
como salario la cantidad que 
perciba el trabajador por cuota 
diaria, excluyendo las gratifica­
ciones, percepciones, horas ex­
tra y demás prestaciones.

Si un trabajador de confian­
za tiene un sueldo más elevado 
que uno sindicalizado o de plan­
ta, para efectos de distribuir la 
PTU con base a ingresos, el suel­
do del trabajador de confianza 

se topará a la cantidad que resulte de aumentar en 20% el salario 
del trabajador sindicalizado o de base que tenga mayor salario.

Cuando la retribución sea variable se tomará como salario dia­
rio el promedio de las percepciones obtenidas en el año. No parti­
ciparán en las utilidades: los directores, administradores, gerentes 
generales de las empresas y los trabajadores domésticos.

En el caso de trabajadores eventuales, tendrán derecho a reparto de 
la PTU, siempre que hayan trabajado al menos 60 días durante el año.

Supongamos el caso del reparto de la PTU por un monto de 
$214,700 en una empresa con los trabajadores siguientes:

Días laborados 
durante el año

Salarios devengados 
durante el ejercicio

Trabajador 1 365 $139,699.46
Trabajador 2 365 205,731.01
Trabajador 3 90 15,660.14
Trabajador 4 90 13,052.40
Trabajador 5 60 10,437.81
Suma 970.00 $384,580.81

Para determinar la PTU que corresponde a cada trabajador se de­
berá calcular la proporción del tiempo de cada uno de ellos con res­
pecto de la suma de los días trabajados por todos los trabajadores, y 
multiplicar por la primera mitad de la PTU a repartir. En cuanto a la 
proporción de ingreso se debe dividir también el monto del mismo de 
cada uno de los trabajadores entre la suma del ingreso de todos los tra­
bajadores y se multiplicará por la segunda mitad de la PTU a repartir.

Días 
laborados 

durante 
el año

Salarios 
devengados 

durante el 
ejercicio

Porcentaje 
proporción 
por tiempo

Porcentaje 
proporción 
por ingreso

PTU por 
tiempo

PTU por 
ingresos

PTU que 
corresponde 

a cada 
trabajador

Trabajador 1 365 $139,699.46 38 36 $40,394.59 $38,995.02 $79,389.61

Trabajador 2 365 205,731.01 38 53 40,394.59 57,426.74 97,821.33

Trabajador 3 90 15,660.14 9 4 9,960.31 4,371.29 14,331.60

Trabajador 4 90 13,052.40 9 3 9,960.31 3,643.38 13,603.69

Trabajador 5 60 10,437.81 6 3 6,640.21 2,913.56 9,553.76

Suma 970 $384,580.81 100 100 $107,350.00 $107,350.00 $214,700.00
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El pago de la PTU a los trabajadores tiene una 
exención de 15 UMA, es decir, de $84.49 x 15 = 
$1,267.35.

El excedente de esta cantidad se debe sumar 
a los demás ingresos gravados del trabajador en 
el periodo de pago y sobre esa base calcular el 
ISR a retener.

Debido a que la PTU es un ingreso anual que 
se percibe en un solo periodo, sumar el monto 
de la PTU gravada a las demás percepciones del 
periodo hará que resulte un ISR a retener ele­
vado que generará posteriormente en el cálcu­
lo anual un ISR a favor. Por esto, el artículo 174 
del Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta (RLISR) establece un procedimiento op­
cional para retener el ISR por este concepto di­
luyendo el ingreso gravado de PTU entre todo 
el año.

La mayoría de los programas informáticos 
para la generación de nóminas incluye la opción 
de aplicar el artículo 174 del RLISR para el cálcu­
lo del impuesto a retener por la PTU, o bien, ha­
cer el cálculo conforme a ley, evidentemente re­
sulta más conveniente para el trabajador aplicar 
el cálculo que marca el reglamento ya que genera 
un impuesto a retener menor.

Este proyecto deberá fijarse en un lugar visi­
ble dentro del establecimiento.

Si los representantes de los trabajadores 
y del patrón no se ponen de acuerdo en la de­
terminación de la cantidad que corresponde a 
cada trabajador, quien decidirá será el inspector  
del trabajo.

Paso 4. Dar a conocer  
el proyecto de reparto de la PTU

Una vez dado a conocer el proyecto de reparto de 
la PTU, los trabajadores que no formaron parte 
de la comisión tendrán 15 días para poder hacer 
observaciones.

La misma comisión resolverá las observacio­
nes dentro de un término de 15 días.

Debido a la elevada rotación de trabajadores 
en la industria de la construcción, esta comisión 
también adoptará las medidas que juzgue con­
venientes para citar a los trabajadores para que 
acudan a recoger la parte que les corresponde de 
la PTU.

Paso 5. Hacer  
el reparto de la PTU

El reparto puede realizarse en efectivo, cheque o 
transferencia electrónica vía cuentas de nómina.

Es necesario que el patrón emita un compro­
bante fiscal digital por internet (CFDI) tipo nómi­
na por cada pago realizado de la PTU, con el con­
cepto del catálogo de percepciones del Servicio 
de Administración Tributaria (SAT): 003 Partici­
pación de los Trabajadores en las Utilidades PTU.

El patrón deberá recabar la firma del trabaja­
dor en la nómina de la PTU, ya que para efectos 
laborales la firma autógrafa del trabajador en el 
recibo es el comprobante de que el trabajador re­
cibió el monto que ampara la nómina.  
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Por su andar laboral, el empleado va aglutinando 
experiencias que lo hacen adoptar cierta pericia 
de la LFT, con el claro objetivo de perfeccionar sus 
beneficios; es decir, siempre vamos a contar con 
que algún trabajador estará muy al pendiente 
de estas prestaciones y de todas en sí, y en esa 
expectativa, el departamento de Recursos huma­
nos (RH) deberá tener con un absoluto control de  
la situación y, con ley en mano, explicar para 
defender la postura.

En la práctica, siempre se sugiere que RH 
tenga sobre el escritorio una LFT, lo que sirve de 
ejercicio y transmite transparencia de las relacio­
nes laborales, sobre todo, sirve de estrategia para 
conocer los alcances y capacidades jurídicas de 
cada uno de los empleados.

INTRODUCCIÓN

El laberinto de ambigüedades por el que nos obli­
ga a transitar la Ley Federal del Trabajo (LFT) ha 
permitido vicios arraigados en los diversos proce­
dimientos laborales; administrativa, contractual, 
y para eso debemos estar a la expectativa, sobre 
todo de los criterios de los tribunales de ampa­
ro, quienes en ocasiones subsanan la norma ju­
rídica y en otras prácticamente legisla (ejemplos 
hay muchos y en otro momento valdría la pena  
comentar).

La participación de los trabajadores en las uti­
lidades de las empresas (PTU), así como la prima 
de antigüedad, son prestaciones en que la prác­
tica hace al maestro, en este caso al trabajador.  

Artículos

PTU y las sociedades 
civiles

Dr. Heberardo González Garza

“A veces hay que desmenuzarle a la autoridad la norma jurídica.”
HGG



16

71
0

ANÁLISIS DEL ARTÍCULO 127, 
FRACCIÓN III, DE LA LFT

El tema de la PTU siempre arrastra interrogantes, debemos estar 
preparados para contestarlas con naturalidad, con fundamento, 
y una de ellas, entre todo el universo de información, radica en lo 
siguiente: ¿las sociedades civiles encuadran en esta fracción III del 
artículo 127 de la LFT?; es decir, si no podrá exceder de un mes de 
salario, como concepto de la PTU. Para algunas autoridades son 
tajantes y no lo reconocen, esa es la pretensión de este análisis.

Artículo 127. El derecho de los trabajadores a participar en el 
reparto de utilidades se ajustará a las normas siguientes:

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                             

III. El monto de la participación de los trabajadores al servicio de 
personas cuyos ingresos deriven exclusivamente de su trabajo, y el 
de los que se dediquen al cuidado de bienes que produzcan rentas 
o al cobro de créditos y sus intereses, no podrá exceder de un mes
de salario.

El citado precepto legal establece, entre otras, reglas específicas 
que acotan el derecho de los trabajadores a participar en el repar­
to de utilidades; tal es el caso de la fracción III, que limita el monto 
máximo de la PTU a un mes de salario, cuando presten servicios a:

a)	Personas cuyos ingresos deriven exclusivamente de su tra­
bajo (profesionistas independientes, aquellas personas que, en
un momento dado, necesitan trabajar personalmente para po­
der lograr ingresos; ejemplo: abogados, médicos, profesionistas;
prestadores de servicios profesionales en donde se involucran
ellos en el desarrollo del trabajo, pero, a su vez, tienen trabaja­
dores y de ahí se deriva y justifica, por supuesto, que el monto de
sus utilidades no podrá ser superior a su sueldo).

b)	Personas que se dediquen al cuidado de bienes que produz­
can rentas (se hace notar que alguna persona, propietaria de

edificios o titular de crédi­
tos que produzcan réditos, 
entre otras situaciones, que 
utilice los servicios de al­
gún trabajador al cuidado 
de un inmueble o efectúe 
los cobros de los créditos y 
de sus intereses, se vería en 
la situación de no poder cu­
brir las prestaciones corres­
pondientes).

c) Personas que se dediquen
al cobro de créditos y sus
intereses (cuando una per­
sona tenga inversiones en
créditos hipotecarios, que le
produzcan 200 o 300 mil pe­
sos anuales; si el porcentaje
fijado como PTU fuera de
15 o 20%, podría pretender
que se le pagaran 15 o 20 mil
pesos por cada 100 mil que
cobrara, por concepto de
PTU).

Del inciso a), dentro de los 
ejemplos que señalamos como 
abogados, médicos, prestado­
res de servicios profesionales en 
donde se involucran ellos en el 
desarrollo del trabajo; de ahí se 
pueden desprender las socieda­
des civiles, es decir, no porque 
un grupo de profesionistas, mé­
dicos, abogados o cualquier otro 
tipo de prestadores de servicios 
quieran elevar al siguiente nivel 
sus actividades profesionales, 
signifique que están descar­
tados de esta posibilidad que  
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encuadra la fracción III del ordenamiento en 
mención.

Ahora bien, para entender el concepto de 
sociedad civil, se señala lo establecido por el  
Código Civil Federal (CCF), que al respecto dice:

Artículo 2688. Por el contrato de sociedad, 
los socios se obligan mutuamente a combinar sus 
recursos o sus esfuerzos para la realización de un 
fin común, de carácter preponderantemente eco­
nómico, pero que no constituya una especulación 
comercial. 

Es importante mencionar, según lo narrado 
en el artículo 2688, que si un grupo de profesio­
nistas desea dar formalidad jurídica a sus activi­
dades y se reúne para llevar a cabo una sociedad, 
no significa que quede exceptuado de pagar un 
mes de salario por concepto de utilidades, como 
lo señala la siguiente jurisprudencia:

PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES 
EN LAS UTILIDADES DE LAS EMPRESAS. EL 

MONTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 127, 
FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRA-
BAJO, SÓLO ES APLICABLE A LOS PATRONES 
QUE SE DEDICAN EXCLUSIVAMENTE A LAS 
ACTIVIDADES SEÑALADAS EN DICHA NOR-
MA.- Del proceso legislativo que dio origen al in­
dicado precepto, el cual prevé el tope de 1 mes de 
salario como monto máximo de participación 
de los trabajadores en el reparto de utilidades, 
cuando los patrones obtienen sus ingresos del cui­
dado de bienes que producen rentas o del cobro 
de créditos y sus intereses, se advierte que la in­
tención del legislador fue que ese tope se aplique 
sólo a los patrones que obtengan sus ingresos por 
dichas actividades y que éstas constituyan su única 
fuente de ingresos; de lo contrario, si además de 
dedicarse a esas actividades, realizan otra u otras 
que constituyan una distinta fuente de ingresos, 
resulta inconcuso que no se ubican en el supuesto 
de la norma examinada.

Contradicción de tesis 129/2013.- Entre las sustenta-
das por los Tribunales Colegiados Tercero y Déci-
mo, ambos en Materia Administrativa del Primer 
Circuito y el Sexto Tribunal Colegiado de Circui-
to del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con  

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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residencia en Morelia, Michoacán.- 29 de mayo de 2013.- Mayoría 
de cuatro votos.- Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos.- Ponente: 
Luis María Aguilar Morales.- Secretaria: Amalia Tecona Silva.

Tesis de jurisprudencia 112/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de junio 
de dos mil trece.

Ahora bien, de la jurisprudencia en mención se destaca que 
la fracción III de la LFT, en su numeral 127, sólo es aplicable a los 
patrones que se dedican exclusivamente a las actividades en dicha 
norma, lo que en el caso específico se encuadra como “personas 
cuyos ingresos deriven exclusivamente de su trabajo”.

Aunado a lo anterior, de la propia tesis de jurisprudencia 
se desprende que va enfocada a los patrones y por éste debe en­
tenderse lo relacionado al artículo 10 de la LFT, que establece lo 
siguiente:

Artículo 10. Patrón es la persona física o moral que utiliza los  
servicios de uno o varios trabajadores.

Si el trabajador, conforme a lo pactado o a la costumbre, utiliza los 
servicios de otros trabajadores, el patrón de aquél, lo será también 
de éstos.

Si la norma reglamentaria del artículo 123, apartado A, de 
nuestra Constitución, es decir, la LFT, establece que el patrón es 
la persona física o moral que utiliza uno o varios trabajadores y la 
propia jurisprudencia en mención señala que: “sólo es aplicable a 
los patrones que se dedican exclusivamente a las actividades seña­
ladas en dicha norma”, podemos ver que la sociedad civil cumple 
con lo expresado en la norma reglamentaria, así como en la propia 
jurisprudencia.

Sí, hay que hacer una diferencia entre lo establecido en este 
análisis y no confundir una sociedad civil con una institución 
de crédito, ya que hay una gran diferencia y estas últimas no 
encuadran dentro de la fracción III del artículo 127 de la LFT, 
partiendo de la base de lo que establece el artículo primero de la 

Ley de Instituciones de Crédito 
(LIC):

Artículo 1o. La presente ley 
es de orden público y observan­
cia general en los Estados Uni­
dos Mexicanos y tiene por obje­
to regular el servicio de banca y 
crédito, la organización y funcio­
namiento de las instituciones de 
crédito, las actividades y opera­
ciones que las mismas podrán 
realizar, su sano y equilibrado 
desarrollo, la protección de los 
intereses del público y los tér­
minos en que el estado ejercerá 
la rectoría financiera del sistema 
bancario mexicano. 

CONCLUSIÓN

Las sociedades civiles encua­
dran dentro del concepto de la 
fracción III del artículo 127 de  
la LFT, por lo tanto, la PTU de la  
sociedad no podrá exceder de 
un mes de salario en los tres su­
puestos:

1. Personas cuyos ingresos deri­
ven exclusivamente de su tra­
bajo.

2. Personas que se dediquen al
cuidado de bienes que pro­
duzcan rentas.

3. Personas que se dediquen al
cobro de créditos y sus in­
tereses.
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doctrina vigente en México, así como las reconocidas por las pro­
pias normas fiscales federales como personas físicas.

Dicha obligación ha sido considerada por los estudiosos de 
la tributación en general y la imposición en particular, como una 
obligación “de hacer” que se puede transformar en una obligación 
denominada como de “dar”, pues generalmente hay un importe a 
cargo del contribuyente.

La clasificación anterior de conformidad con las normas civiles, 
de las cuales las leyes fiscales las han recogido, adoptado y adecua­
do a sus objetivos y fines; sin embargo, también pudiera acontecer 
u ocurrir que el contribuyente del ISR (y otros impuestos que no se
determinan por ejercicios; empero, de los cuales se incluye infor­
mación en la declaración del ISR) pudiera determinar o calcular lo

Devolución  
de impuestos federales

Generalidades
Dra. Lucía Estrada Rosas

M.I. Iliana Guadalupe León González
Lic. y M.I. José Francisco Plascencia R.

L.C.P. y M.I. Óscar Zamora Morales

INTRODUCCIÓN

En los meses de marzo y abril de  
cada año los contribuyentes  
del impuesto sobre la renta (ISR) 
en nuestro país, por así dispo­
nerlo la ley reguladora del grava­
men, se encuentran obligados a 
presentar su declaración anual.

En esa situación se ubican 
tanto las personas jurídicas 
denominadas como “personas 
morales” por la legislación y la 

Artículos
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que se ha denominado como “saldo a favor”, de 
conformidad con la norma, que garantiza los di­
versos derechos que como sujeto de una relación 
jurídico-tributaria tiene el contribuyente de este 
ámbito gubernamental: el derecho a obtener la 
devolución procedente de impuestos, como lo 
previene el Código Fiscal de la Federación (CFF) 
como norma contenedora de las obligaciones y 
derechos de las partes que componen la citada 
relación, además de tener algunos procedimien­
tos básicos de la mencionada relación; no obs­
tante, hay que señalar y destacar que el derecho 
a la devolución impositiva se establece expre­
samente en la Ley Federal de los Derechos de los 
Contribuyentes (LFDC).

Al efecto, hay que recordar que la exposición 
de motivos de esta norma fiscal federal (la que 
por cierto la denomina como “Ley Federal de los 
Derechos del Contribuyente y por una nueva 
Cultura Tributaria), en el noveno párrafo señala 
que es objetivo de la misma:

…reconocer y enunciar de manera sencilla los prin­
cipales derechos y garantías de los contribuyentes 
en sus relaciones con la Administración Tributaria, 
sin desconocer, por ello, ni invalidar los derechos 
y garantías que actualmente ya vienen gozando en 
virtud de las diversas leyes fiscales vigentes, princi­
palmente el Código Fiscal de la Federación.

En ese sentido, la LFDC regula y establece 
con claridad, entre otros, el derecho de devolu­
ción de impuestos y lo conceptualiza como un 
“derecho general”, para luego regular en sendos 
apartados capitulares los derechos y las garan­
tías de los contribuyentes en tratándose de los 
procedimientos de comprobación, así como 
de los derechos y garantías del procedimiento  

sancionador, ambas tareas que cotidianamente 
realizan las autoridades fiscales federales.

En ese orden de ideas, en este artículo abor­
damos de manera general y panorámica la figura 
de la devolución impositiva a favor de los su­
jetos pasivos de la relación jurídico-tributa­
ria, iniciando con algunas definiciones básicas de 
las figuras jurídicas o herramientas de materia­
lización del derecho aquí comentado, para lue­
go seguir con el análisis de la figura motivo del, 
y concluir con algunos comentarios del numeral 
de la LFDC que, de manera lisa y llana, establece 
el derecho de los contribuyentes a percibir u ob­
tener la citada devolución de los impuestos a 
su favor. 

GENERALIDADES  
DE DERECHOS Y GARANTÍAS

Definición de derechos

En nuestro lenguaje se entiende por derechos, 
grosso modo, a la facultad o las facultades que po­
see una persona para hacer o disponer de cosas u 
objetos tangibles e intangibles.

Mientras que, en su aspecto jurídico y según 
ha afirmado la doctrina, en voz de Alfonso Pinto, 
se define como:

“Al conjunto de principios, reglas y preceptos a  
que están sometidas las relaciones humanas en 
toda sociedad civil, y a cuya observancia, las 
personas pueden ser compelidas por la fuerza.”1

Es oportuno destacar, con toda lógica jurídi­
ca, que dentro de las personas citadas por el au­
tor, en cuanto a obligar a la observancia del mis­
mo, se incluye a la autoridad fiscal como persona 
jurídica o moral.
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Definición de garantías

En tratándose del vocablo garantía, en la lengua hispana  
se entiende como tal a la acción o cosa que asegura o protege 
contra una acción riesgosa, en tanto que ya en el ámbito del 
derecho ésta se puede entender como un compromiso o una 
fianza que hace posible el cumplimiento de alguna promesa u 
obligación.

La figura, en términos jurisdiccionales y en cuanto a su defini­
ción, la encontramos en los pronunciamientos y textos de la Su­
prema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), que a la letra las 
define como los:

…derechos públicos subjetivos consignados a favor de todo habi­
tante de la República que dan a sus titulares la potestad de exigirlos 
jurídicamente a través de la verdadera garantía de los derechos pú­
blicos fundamentales del hombre que la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos consigna, esto es, la acción constitucional 
en amparo.2

Es oportuno comentar que, por “derechos subjetivos”, debere­
mos entender a los intereses jurídicamente protegidos conforme 
lo señala en su diccionario el citado Alfonso Pinto.3

GENERALIDADES DE LA DEVOLUCIÓN

Concepto de devolución

Por devolución se entiende en el lenguaje español a la restitu­
ción de cosa a su dueño, o más concretamente, como lo define el 
diccionario Pequeño Larousse Ilustrado, como el: “Finiquito de las 
cuentas. Cantidad que en una cuenta resulta a favor o en contra 
de uno: saldo deudor…SINON. V. Resto”.

Otra definición de la figura, y ya en materia fiscal, la formula 
Arthur Andersen, S. A., en su Diccionario de economía y negocios, 
como: “…reembolso a los sujetos pasivos de las cantidades que se 
han pagado en exceso a Hacienda.”

En ese sentido, la devolu­
ción se puede considerar como 
una cantidad resultante de un 
cálculo que se reembolsará al 
contribuyente, evidentemente, 
previo cumplimiento de requi­
sitos y apego a las reglas que la 
misma implica en su materiali­
zación.

Determinación  
de la devolución

Para efectos de la materializa­
ción de la devolución como 
un derecho, atento lo dispo­
nen las normas fiscales, lo pri­
mero a hacer es cuantificarla o 
determinarla, de acuerdo con 
lo señalado por su misma con­
ceptualización. Así, una vez 
que se ubique el derecho jurídi­
camente válido, según establece 
el precepto, se estará en condi­
ciones de solicitarla y obtenerla.

En ese sentido, la figura 
mencionada viene a ser en la 
práctica un derecho deriva­
do del cumplimiento del pago  
de las contribuciones a cargo de 
los sujetos pasivos, de lo que se 
desprende que la autoridad fis­
cal también debe comportarse 
de manera honorable, legal y 
correcta, toda vez de que de no 
ser de esa manera estaría de­
fraudando la relación existente. 

Por tanto, el derecho a la 
devolución de dichos saldo, 
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ocurre o se materializa en el previo cumplimien­
to de los requisitos establecidos por las normas 
fiscales para sus efectos.

A pesar de lo señalado, ocurre en nues­
tro país (y también en otras latitudes) que las 
autoridades fiscales eventualmente aplican 
prácticas dilatorias y omisas en el apego a la 
norma que les establece esa obligación de de­
volver (como un derecho) a los sujetos pasi­
vos los mencionados saldos a favor, situación 
que, evidentemente, nunca debe suceder. Por 
lo que en esa circunstancia, el contribuyente 
deberá invocar el precepto aquí comentado y 
analizado.

Extremos de la devolución

Por lo antes comentado, la figura de la devolu­
ción, en su modalidad genérica de saldos a fa­
vor, se puede tornar compleja en su manejo por 
parte de las autoridades fiscales, por lo que aquí 
se comenta un caso que manifiesta esa proble­
mática en su interpretación; empero, que se re­
suelve con apoyo y tino en un pronunciamiento 
de la SCJN.

El caso ocurre cuando la autoridad fiscal nie­
ga el derecho argumentando que el importe o 
suma impositiva no ha sido enterada por el suje­
to obligado al mismo, circunstancia que ha sido 
motivo de examen y luego de pronunciamiento 
por los tribunales federales.

Así, el Tercer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Quinto Circuito, me­
diante la emisión de la tesis aislada V.3o.P.A.11 A 
(10a.), visible en la p. 2787, de la Gaceta del Sema-
nario Judicial de la Federación, libro 54, t. III, del 
mes de mayo de 2018, donde se determina que: 
“…cuando el contribuyente solicite la devolución 
del impuesto al valor agregado, el fisco federal no 

podrá negarla a causa de que el tercero retenedor 
no hubiere enterado el monto correspondiente, 
ya que el derecho del solicitante a esa devolución 
no depende del cumplimiento de obligaciones 
que no le son imputables pues, de considerarlo 
así, se establecería una carga al contribuyente di­
recto no prevista en la ley”. Para mejor interpre­
tación, se reproduce íntegramente la tesis:

SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO 
AL VALOR AGREGADO. SU PROCEDENCIA 
NO ESTÁ CONDICIONADA A QUE EL TERCE-
RO RETENEDOR HAYA ENTERADO AL FISCO 
EL MONTO CORRESPONDIENTE.- Conforme 
al artículo 22, primer párrafo, del Código Fiscal de 
la Federación, las autoridades fiscales, de acuer­
do con las disposiciones aplicables, devolverán  
las cantidades pagadas por los contribuyentes por 
concepto de contribuciones retenidas a quien se 
hubiere realizado la retención del impuesto de 
que se trate; además, en términos del párrafo sép­
timo del mismo numeral, la autoridad tiene la facul­
tad de devolver una cantidad menor a la solicitada, 
derivado de la revisión a la documentación apor­
tada. Sin embargo, entre las condicionantes para 
la procedencia de la devolución no se señala que, 
respecto de la cantidad solicitada por concep­
to de saldo a favor del impuesto correspondiente, 
deba demostrarse que el retenedor la enteró al 
fisco federal, pues sólo se establece que, en el caso 
de contribuciones retenidas, la devolución se hará 
a los contribuyentes que los hubiesen enterado, 
mientras que tratándose de impuestos indirectos, 
la devolución por pago de lo indebido corres­
ponderá a las personas que hubieran pagado el 
impuesto trasladado a quien lo causó, cuando no 
lo hayan acreditado, por lo cual, quien trasladó 
el impuesto (en forma expresa y por separado o 
incluido en el precio), no tendrá derecho a pedir 
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su devolución. En consecuencia, cuando el contribuyente solicite la 
devolución del impuesto al valor agregado, el fisco federal no podrá 
negarla a causa de que el tercero retenedor no hubiere enterado el 
monto correspondiente, ya que el derecho del solicitante a esa de­
volución no depende del cumplimiento de obligaciones que no le 
son imputables pues, de considerarlo así, se establecería una carga al 
contribuyente directo no prevista en la ley.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMI­
NISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO.

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencio-
so Administrativo) 41/2017.- Administrador Desconcentrado Ju-
rídico de Sonora “2”, residente en Ciudad Obregón, Sonora, en 
representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del 
Jefe del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad 
demandada.- 22 de febrero de 2018.- Unanimidad de votos.- Po-
nente: Alba Lorenia Galaviz Ramírez.- Secretaria: Lydia María 
lnzunza Castro.

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo) 58/2017.- Administrador Desconcentrado Jurídico de 
Sonora “2”, residente en Ciudad Obregón, Sonora, en representación 
del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria y de la autoridad demandada.- 1 de mar-
zo de 2018.- Unanimidad de votos.- Ponente: Alba Lorenia Galaviz 
Ramírez.- Secretario: Cruz Fidel López Soto.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 ho­
ras en el Semanario Judicial de la Federación.

En ese sentido, el derecho a la devolución surge jurídicamen­
te con el previo cumplimiento de los requisitos establecidos por 
la ley y no de otros supuestos o considerandos al margen de las 
normas y eventos ajenos al contribuyente, por lo que siempre de­
berá prevalecer el apego a las normas y el criterio interpretativo 
integral y no aislado por parte de las autoridades fiscales federales.

A pesar de lo anterior, en la cotidianidad de la relación  
jurídico-tributaria, y ya en el espacio del proceso que conlleva la 
devolución de impuestos, se pueden manifestar casos diversos, 

variados y con cierta comple­
jidad en cuanto a la adecuada 
interpretación normativa en 
torno de la figura ocurriendo, 
por tanto, casos que pudie­
ran considerarse más o menos 
extremos. Un ejemplo de un 
caso con esas características se  
ubicó por un contribuyente 
con el argumento o considera­
ción de la figura en la situación 
extrema de un “derecho abso­
luto”, que no podrá válidamen­
te admitirse como tal, salvo 
previo cumplimiento y apego a 
los requisitos establecidos por 
el artículo 22, del CFF que se  
comenta más adelante.

De un caso como el señala­
do, se ha ocupado el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Cuarto Cir­
cuito, donde la interpretación 
se ha formulado de manera ab­
soluta, lo que no es siempre ju­
rídicamente válido, esto ni aun 
bajo la óptica del principio pro 
personae, por lo que el juzgador 
determina que: “…ello propicia­
ría un régimen de inseguridad 
jurídica y permitiría que aquéllos 
pudieran obtener beneficios in­
debidos,…”. El pronunciamiento 
se encuentra en la tesis aislada 
IV.2o.A.44 A (10a), visible en la
p. 1259, del Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta, li­
bro XXI, t. 2, del mes de junio de
2013. La tesis íntegra se repro­
duce a continuación:
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DERECHOS DEL CONTRI-
BUYENTE. LA INTERPRETA-
CIÓN DEL ARTÍCULO 2o., 
FRACCIÓN II, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA, NO 
DEBE LLEVAR A ESTABLECER 
COMO UN DERECHO ABSO-
LUTO LA OBTENCIÓN DE 
LAS DEVOLUCIONES DE IM-
PUESTOS SOLICITADAS, NI 
AUN BAJO LA ÓPTICA DEL 
PRINCIPIO PRO PERSONAE.- 
El artículo 2o., fracción II, de la 
Ley Federal de los Derechos del 
Contribuyente establece que es 
derecho de los contribuyentes 
obtener las devoluciones de im­
puestos que procedan en térmi­
nos del Código Fiscal de la Fede­
ración. Así, una interpretación 
semántica y sistemática de esa 
norma permite advertir que ni 
aun bajo la óptica del principio 
pro personae debe entender­
se como un derecho absoluto 
de los contribuyentes  la ob­
tención de las devoluciones de 
impuestos que soliciten, pues 
ello propiciaría un régimen de 
inseguridad jurídica y permitiría 
que aquéllos pudieran obtener 
beneficios indebidos, puesto 
que el artículo 22  del referido 
código establece los términos 
en que las autoridades fiscales 
devolverán las cantidades pa­
gadas indebidamente y las que 
procedan conforme a las leyes 
fiscales, permitiéndoles ejercer  

facultades de comprobación para verificar la procedencia de la de­
volución, e incluso requerir directamente al solicitante los datos, 
informes o documentos adicionales que considere necesarios y 
que estén relacionados con la solicitud relativa; de donde deriva que 
debe demostrarse precisamente que la devolución es procedente.  
Lo anterior es así, pues si bien es cierto que al precepto inicialmen­
te mencionado debe dársele la interpretación más favorable al go­
bernado, también lo es que necesariamente debe buscarse su inte­
gración con el sistema normativo en que se ubica, lo que implica que 
siempre debe evitarse que ésta haga incongruentes las disposiciones 
del orden jurídico del que forman parte, que es lo que ocurriría si 
se determinara extensivamente que el derecho a la devolución de 
impuestos es absoluto cuando se solicite, sin acreditar su existencia 
y procedencia.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRA­
TIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo directo 242/2012.- Servicios Sesa, S.A. de C.V.- 27 de febre-
ro de 2013.- Unanimidad de votos.- Ponente: José Carlos Rodríguez 
Navarro.- Secretario: Miguel Ángel Luna Gracia.

FUNDAMENTO JURÍDICO  
DEL DERECHO A LA DEVOLUCIÓN

Derecho expreso a la devolución

El derecho expreso a la devolución de impuestos, como ya se 
señaló, lo establece y regula la LFDC en el capítulo I, intitula­
do “Disposiciones Generales”, concretamente en su artículo 2, 
primer párrafo y fracción II, mismo que se reproduce a conti­
nuación:

Artículo 2. Son derechos generales de los contribuyentes los si­
guientes:

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                            
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su origen y precisión conceptual y jurídica. Así, 
encontramos un pronunciamiento emitido por 
la Primera Sala, de nuestro máximo tribunal, 
mismo que definitivamente precisa y distingue 
ambas figuras, esto vía emisión de la tesis aislada 
1a.CCLXXX/2022 (10a.), visible en la p. 528, del  
Semanario Judicial y su Gaceta, libro XV, t. I,  
del mes de diciembre de 2012 y en la aclaración de 
lo que es la figura y el pago de lo indebido, es­
tablece que: “…el saldo a favor no deriva de un 
error de cálculo, aritmético o de apreciación de 
los elementos que constituyen la obligación tri­
butaria a cargo del contribuyente, sino que éste 
resulta de la aplicación de la mecánica estable­
cida en la ley de la materia.” La tesis íntegra es 
la siguiente:

PAGO DE LO INDEBIDO Y SALDO A FAVOR. 
CONCEPTO Y DIFERENCIAS.- De la lectura del 
artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, se 
desprende que las autoridades fiscales devolve­
rán a los contribuyentes las cantidades pagadas 
indebidamente y las que procedan conforme a 
las leyes fiscales, de tal forma que el derecho a la 
devolución que consagra dicho precepto, en con­
cordancia con su sexto párrafo, puede derivar, ya 
sea de la existencia de un pago de lo indebido, o 
bien, de un saldo a favor. Ahora bien, el pago de 
lo indebido se refiere a todas aquellas cantidades 
que el contribuyente enteró en exceso, es decir, 
montos que el particular no adeudaba al Fisco Fe­
deral, pero que se dieron por haber pagado una 
cantidad mayor a la que le impone la ley de la ma­
teria. En cambio, el saldo a favor no deriva de un 
error de cálculo, aritmético o de apreciación de los 
elementos que constituyen la obligación tributaria 
a cargo del contribuyente, sino que éste resulta de 
la aplicación de la mecánica establecida en la ley 
de la materia.

II. Derecho a obtener, en su beneficio, las devo­
luciones de impuestos que procedan en términos 
del Código Fiscal de la Federación y de las leyes 
fiscales aplicables.

Así, la fracción transcrita determina que el su­
jeto pasivo de la relación jurídico-tributaria tiene 
el derecho de obtener o percibir las devoluciones 
procedentes conforme con lo preceptuado por el 
CFF, y demás leyes que establezcan la figura.

El artículo de la norma adjetiva que regula 
la obligación a la autoridad fiscal (como contra­
partida de un derecho de los contribuyentes) y 
los rubros o figuras de la devolución a cumpli­
mentar, es el numeral 22, primer párrafo, que se 
transcribe a continuación:

Artículo 22. Las autoridades fiscales devolve­
rán las cantidades pagadas indebidamente y las 
que procedan conforme a las leyes fiscales. En el 
caso de contribuciones que se hubieran retenido, 
la devolución se efectuará a los contribuyentes a 
quienes se les hubiera retenido la contribución  
de que se trate.

De la lectura de los primeros dos renglones 
del artículo transcrito, se desprende que las auto­
ridades fiscales devolverán a los contribuyentes 
las cantidades que hubiesen originado, en los dos 
supuestos siguientes:

1. Las pagadas indebidamente.
2. Las que procedan conforme a las leyes fiscales.

En cuanto a las dos figuras citadas, los órga­
nos jurisdiccionales han tenido que pronunciarse 
para efectos y con objeto de dilucidar acerca de 
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Amparo directo en revisión 2514/2012.- Probemex, S.A. de C.V.- 24 de 
octubre de 2012.- Mayoría de tres votos.- Disidentes: Guillermo I. Or-
tiz Mayagoitia y Jorge Mario Pardo Rebolledo.- Ponente: Olga María 
Sánchez Cordero de García Villegas.- Secretario: Jorge Luis Revilla de 
la Torre.

Respecto de la apreciación de la H. Sala respecto del “saldo a 
favor” y como ya se ha comentado, en el sentido de señalar que el 
mismo se origina en la mecánica prevista por la propia ley, a mayor 
abundamiento nos parece oportuno apuntar que la figura se origi­
na, como ya también se ha apuntado, por parte de los estudiosos 
de las materias financieras y contables: cuando en un momento 
determinado aparece una diferencia entre el debe y el haber de 
una cuenta contable.

En ese orden de ideas, las cantidades pagadas indebidamente 
por el contribuyente y las que procedan conforme a las leyes fisca­
les mediante la aplicación de la mecánica, materializarán el dere­
cho del contribuyente a la devolución que consagra el artículo 
2, primer párrafo y fracción II, de la LFDC.

Respecto del “pago de lo indebido”, según se puede conocer de 
la lectura del texto de la tesis transcrita, debemos entender a to­
das aquellas cantidades que el contribuyente enteró en exceso, es 
decir, montos que el particular no adeudaba al fisco federal, pero 
que se dieron por haber pagado una cantidad mayor a la que le 
impone la ley de la materia; sin embargo, el mismo párrafo y en 
sus restantes párrafos señala luego, que pudiera existir un tercer 
caso o situación del derecho a la devolución, si bien es cierto, con 
un caso o figura concreta y específica, que es cuando se hubiesen 
retenido a los contribuyentes.

Por lo tanto, encontramos que la norma adjetiva señala tres 
figuras de origen de la devolución, misma que luego el numeral 2, 
fracción II, de la LFDC establece expresamente como un derecho 
general de los contribuyentes de impuestos federales.

El mismo primer párrafo, en su texto restante, amplía sus con­
sideraciones respecto de la figura en el pago de lo indebido, esto 
cuando trae a colación los impuestos denominados por las leyes y 
por la misma doctrina como “indirectos” (los cuales generalmente 
se definen como los que, por disposición legal, los contribuyen­
tes trasladan a los sujetos con los que realizan sus operaciones  

gravadas). El precepto a la letra 
determina que:

Artículo 22. …Tratándo­
se de los impuestos indirectos,  
la devolución por pago de lo 
indebido se efectuará a las per­
sonas que hubieran pagado el 
impuesto trasladado a quien lo 
causó, siempre que no lo ha­
yan acreditado; por lo tanto, 
quien trasladó el impuesto, ya 
sea en forma expresa y por se­
parado o incluido en el precio, 
no tendrá derecho a solicitar su 
devolución. Tratándose de los 
impuestos indirectos pagados 
en la importación, procederá 
la devolución al contribuyente 
siempre y cuando la cantidad 
pagada no se hubiere acredi­
tado.

Así, en tratándose de los im­
puestos indirectos, en el texto 
se establece con toda claridad 
el trato que deberá darse a las 
solicitudes de saldos a favor o 
devoluciones por este tipo de 
impuestos, los cuales, según el 
pronunciamiento con carác­
ter de jurisprudencia emitida 
por la Primera Sala de nuestro 
máximo tribunal: “…no deben 
medirse en términos tradicio­
nales de capacidad contributiva 
del causante, dada su particu­
lar naturaleza, en tanto que no 
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gravan el movimiento de riqueza que correspon­
de a la operación, sino que atienden al patrimo­
nio que soporta esa operación (el del consumi­
dor)”. La tesis jurisprudencial 665 es visible en la 
p. 1823, del Apéndice de 2011, t. I. Constitucional
3. Derechos Fundamentales Primera Parte-SCJN
Vigésima Primera Sección-Principios de justicia
tributaria, y que se reproduce a continuación:

JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS. TRA-
TÁNDOSE DE ESAS ACTIVIDADES, EL IM-
PUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y 
SERVICIOS NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PRO-
PORCIONALIDAD TRIBUTARIA.- La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
la capacidad contributiva se vincula con la perso­
na que debe soportar la carga del tributo, o sea,  
aquella que finalmente, según las diversas carac­
terísticas de cada contribución, ve disminuido su 
patrimonio al pagar una cantidad específica por 
concepto de esos gravámenes, sea en su calidad 
de sujeto pasivo o como destinatario de ellos por 
la traslación que deba efectuarse por disposición 
legal o por las características propias del tributo de 

que se trate. Lo anterior resulta particularmente re­
levante tratándose de impuestos indirectos, toda 
vez que éstos no deben medirse en términos tra­
dicionales de capacidad contributiva del causante, 
dada su particular naturaleza, en tanto que no gra­
van el movimiento de riqueza que corresponde a 
la operación, sino que atienden al patrimonio que 
soporta esa operación (el del consumidor). Así, el 
impuesto especial sobre producción y servicios, 
específicamente por la realización de juegos con 
apuestas y sorteos, no viola el principio de pro­
porcionalidad tributaria contenido en la fracción 
IV del artículo 31 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en tanto que la base  
gravable tiene estrecha relación con el hecho im­
ponible, pues el legislador ha considerado que si 
dicho patrimonio es suficiente para soportar el con­
sumo (costo del juego o sorteo), también lo es para  
absorber el impuesto, lo cual demuestra que 
para efectos del traslado, retención y entero del im­
puesto especial relativo a juegos con apuestas y sor­
teos, nada tiene que ver la capacidad contributiva 
del organizador de dichos eventos porque, se reite­
ra, dada la naturaleza indirecta del impuesto, quien 
lo absorbe y lo paga es el consumidor del servicio.

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Amparo en revisión 101/2009.- 
**********.- 24 de junio de 
2009.- Cinco votos.- Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo.- 
Secretario: Rogelio Alberto 
Montoya Rodríguez.

Amparo en revisión 663/2009.- 
Promojuegos de México, S.A. 
de C.V.- 24 de junio de 2009.- 
Cinco votos.- Ponente: Juan N. 
Silva Meza.- Secretario: Pedro 
Arroyo Soto.

Amparo en revisión 1330/2009.- 
Apuestas Internacionales, S.A.  
de C.V.- 26 de agosto de 
2009.- Unanimidad de cuatro 
votos.- Ausente: Sergio A. Valls 
Hernández.- Ponente: Juan N. 
Silva Meza.- Secretario: Pedro 
Arroyo Soto.

Amparo en revisión 1857/2009.- 
Integradora Entretenimiento 
de México, S.A. Promotora de  
Inversión de C.V.- 2 de sep-
tiembre de 2009.- Unani-
midad de cuatro votos.- 
Ausente: Sergio A. Valls 
Hernández.- Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo.- Secre-
tario: Rogelio Alberto Monto-
ya Rodríguez.

Amparo en revisión 1762/2009.- 
Operadora de Espectáculos 
Deportivos, S.A. de C.V.- 9 de 
septiembre de 2009.- Unani-
midad de cuatro votos.- Au-
sente: José Ramón Cossío 
Díaz.- Ponente: Juan N. Silva 
Meza.- Secretario: Pedro Arro-
yo Soto.

Tesis de jurisprudencia 128/2009. Aprobada por la Primera Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión de dieciocho de noviembre de dos 
mil nueve.

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXX, diciembre de 2009, página 272, Primera Sala, tesis 1a./J. 
128/2009; véase ejecutoria en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 209.

CONCLUSIÓN

De lo expuesto y comentado, podemos extraer una conclusión ge­
neral respecto del derecho del contribuyente a la devolución de  
sus saldos a favor, como lo establece expresamente la LFDC, con­
forme lo preceptúa el artículo 2, primer párrafo y fracción II, de la 
misma; sin embargo, y para que el derecho pueda ser jurídicamente 
válido, hay que tener presente que la devolución y el mismo dere­
cho a la misma se materializa siempre, previo cumplimiento de los 
requisitos previstos por el CFF.

En ese orden de ideas, la conclusión es en el sentido de que 
el derecho a la devolución de impuestos, en cualquiera de sus 
tipos o modalidades, es un derecho al que no puede renunciar el 
sujeto pasivo, ni incumplir u omitir la autoridad fiscal federal. En 
todo caso, y como ya se ha visto aquí, será un derecho la devo­
lución siempre que el contribuyente se apegue en su cabalidad a 
lo establecido por el artículo 22 del CFF como norma supletoria y 
complementaria de las normas fiscales federales, y especialmente 
de la LFDC.

En todo caso, el sujeto pasivo, además de la invocación a la 
LFDC, tiene la posibilidad legal de acudir a los diversos medios de 
defensa que el sistema tributario pone a disposición de aquél.

REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS
1	 Pinto E., Alfonso, Diccionario enciclopédico jurídico procedimental, p. 126, edi­

ción del autor, 1a. ed., Guadalajara, Jalisco, agosto de 2006.
2	 SCJN, Las garantías individuales. Parte general, p. 49, v. 1, 1a. reimp., agosto de 

2007.
3	 Pinto E., Alfonso, op. cit., p. 128. 
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Mtro. César Ismael Mora Vegerano
Contador público egresado de la ESCA. Maestro en contribuciones fiscales con excelencia académica 
por la FCA de la UNAM. Asesor fiscal independiente e integrante de la Comisión Fiscal 3 del Colegio de 
Contadores Públicos de México. cpcmora04@gmail.com

Los beneficios fiscales mencionados se en­
cuentran contenidos en la “Resolución de  
facilidades administrativas para los sectores 
de contribuyentes que en la misma se señalan 
para 2019”, que con fundamento en el artículo 33, 
fracción I, inciso g), del Código Fiscal de la Fede­
ración (CFF) publica el SAT de manera anual en 
el Diario Oficial de la Federación (DOF). Para el 
caso de este ejercicio fiscal, la resolución de refe­
rencia fue publicada el pasado 21 de febrero del 
año en curso.

INTRODUCCIÓN

Como ha sucedido en cada uno de los ejercicios 
fiscales de años anteriores recientes, el Servicio de 
Administración Tributaria (SAT) emite una serie 
de beneficios fiscales en materia de comproba­
ción fiscal y pago de impuestos, dirigido a un 
grupo de contribuyentes considerado de suma 
importancia para la economía del país; en este 
caso se trata de los sectores Primario y del auto­
transporte.

Artículos

Resolución de Facilidades 
Administrativas 2019

Principales beneficios

Mtro. César Ismael Mora Vegerano
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Los sectores de contribu­
yentes contenidos en esta reso­
lución son los sectores:

• Primario (actividades agríco­
las, ganaderas, pesqueras,
silvícolas).

• Autotransporte terrestre de
carga federal.

• Autotransporte terrestre fo­
ráneo de pasaje y turismo.

• Autotransporte terrestre de
carga de materiales y auto­
transporte terrestre de pasa­
jeros urbano y suburbano.

SECTORES 
CONTRIBUYENTES

A continuación se describen 
los beneficios fiscales más im­
portantes otorgados por la 
Resolución, para cada uno de 
los sectores de contribuyentes 
mencionados.

Sector Primario

• Facilidad para realizar pagos
provisionales semestrales del
impuesto sobre la renta (ISR)
propio, así como el entero de
las retenciones efectuadas
a terceros, siempre que pre­
senten en el mismo plazo la
declaración del impuesto al
valor agregado (IVA).

• Aplicar coeficiente de utili­
dad, en lugar de lo establecido 

en los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR), 
para la determinación de los pagos provisionales del ISR.

• Enterar el 4% por concepto de retenciones del ISR por los pagos
efectuados a trabajadores eventuales del campo en lugar de
las disposiciones correspondientes al pago de salarios estable­
cidas en la LISR. Lo anterior con la condición de que los pagos
efectuados a cada trabajador no excedan de $353.00 diarios en el
área geográfica de la zona libre de la frontera norte y de $205.00
en el resto del país.

• Facilidades de comprobación de gastos con documentación
simple, por una cantidad de hasta el 10% del total de sus in­
gresos propios, para las deducciones por los conceptos de mano
de obra de trabajadores eventuales del campo, alimentación de
ganado y gastos menores; siempre que la documentación para
comprobar estos gastos contengan, al menos:

– Nombre.
– Denominación o razón social y domicilio del enajenante de

los bienes o prestador de servicios.
– Lugar y fecha de expedición.
– Cantidad y clase de mercancías o descripción del servicio

y valor unitario consignado en número e importe total
consignado en número o letra, en el comprobante corres­
pondiente.

• Pago de la adquisicón de combustibles con medios distintos al
cheque o tarjeta, hasta por el 15% del total de los pagos realiza­
dos por el contribuyente para este concepto.

• Acreditamiento del estímulo fiscal por la adquisición o impor­
tación de diésel, biodiésel y sus mezclas, contenido en la Ley de
Ingresos de la Federación 2019 (LIF-19) contra el ISR propio cau­
sado en el ejercicio, o contra las retenciones del ISR efectuadas
a terceros en el ejercicio.

Sector autotransporte  
terrestre de carga federal

• Enterar el 7.5% por concepto de retenciones del ISR por los
pagos efectuados a operadores, macheteros y maniobristas
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tomando como referencia el salario base de 
cotización (SBC) que sirve para el cálculo de las 
aportaciones de dichos trabajadores al Institu­
to Mexicano del Seguro Social (IMSS), en lugar 
de las disposiciones correspondientes al pago de 
salarios establecidas en la LISR.

• Facilidad de comprobación para deducir gastos
sin documentación que reúna requisitos fisca­
les hasta por un monto equivalente al 8% de
sus ingresos propios por la actividad, siempre
que: el gasto haya sido efectivamente realizado
en el ejercicio fiscal, el mismo se encuentre re­
gistrado en la contabilidad y se efectúe el pago
por concepto de ISR anual sobre el monto de­
ducido por este concepto a la tasa de 16%.

• Pago de gastos por concepto de combustibles
con medios distintos al cheque o tarjeta, hasta
por un monto que no exceda de 15% del total
de sus erogaciones por este concepto.

• Para el caso de las personas morales consi­
deradas como coordinados en términos de la
LISR, cuentan con la facilidad de cumplir con
las obligaciones fiscales en materia del IVA por
cuenta de cada uno de sus integrantes, siem­
pre que emitan la liquidación a sus integran­
tes, a través del comprobante fiscal digital por
internet (CFDI) de retenciones e información
de pagos.

• Acreditamiento del estímulo fiscal por la ad­
quisición o importación de diésel, biodiésel y
sus mezclas, contenido en la LIF-19 contra el
ISR propio causado en el ejercicio, o contra las
retenciones del ISR efectuadas a terceros en el
mismo ejercicio.

Sector autotransporte terrestre 
foráneo de pasaje y turismo

• Enterar el 7.5% por concepto de retenciones
del ISR por los pagos efectuados a operadores,

cobradores, mecánicos y maestros toman­
do como referencia el SBC, que sirve para el  
cálculo de las aportaciones de dichos traba­
jadores al IMSS; en lugar de las disposiciones 
correspondientes al pago de salarios estableci­
das en la LISR.

• Deducir gastos sin documentación que reúna
requisitos fiscales, hasta por un monto equi­
valente al 8% de sus ingresos propios por la
actividad; cumpliendo con los siguientes re­
quisitos: el gasto haya sido efectivamente
realizado en el ejercicio fiscal, se encuentre
registrado en la contabilidad y se efectúe el
pago por concepto del ISR anual sobre
el monto deducido por este concepto a la
tasa de 16%.

• Los contribuyentes de este sector que presten
servicios de paquetería podrán abstenerse de
acompañar a las mercancías en transporte,
el pedimento de importación, la nota de re­
misión o de envío, siempre que cumplan con
acompañar la guía de envío respectiva.

• Pago de gastos por concepto de combustibles
con medios distintos al cheque o tarjeta, hasta
por un monto que no exceda de 15% del total
de sus gastos por este concepto.

• Para el caso de las personas morales consi­
deradas como coordinados, en términos de
la LISR, podrán cumplir con las obligacio­
nes fiscales en materia del IVA por cuenta de
cada uno de sus integrantes, cumpliendo con
emitir la liquidación a sus integrantes a tra­
vés del CFDI de retenciones e información de
pagos.

• Acreditamiento del estímulo fiscal por la ad­
quisición o importación de diésel, biodiésel y
sus mezclas contenido en la LIF-19 contra el
ISR propio causado en el ejercicio, o contra las
retenciones del ISR efectuadas a terceros en el
mismo ejercicio.
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Sector autotransporte  
terrestre de carga de materiales  
y autotransporte terrestre  
de pasajeros urbano y suburbano

• Facilidad de pago de gastos por concepto de combustibles con
medios distintos al cheque o tarjeta, hasta por un monto que no
exceda de 15% del total de sus gastos por este concepto.

• Las personas morales consideradas como coordinados, en tér­
minos de la LISR, podrán cumplir con las obligaciones fiscales en
materia del IVA por cuenta de cada uno de sus integrantes,
cumpliendo con emitir la liquidación a sus integrantes a través
del CFDI de retenciones e información de pagos.

• Acreditamiento del estímulo fiscal por la adquisición o im­
portación de diésel, biodiésel y sus mezclas, contenido en la
LIF-19, contra el ISR propio causado en el ejercicio, o con­
tra las retenciones del ISR efectuadas a terceros en el mismo
ejercicio.

• En el caso de personas morales de este sector, consideradas
como coordinados y que cumplan con las obligaciones fis­
cales por cuenta de sus integrantes podrán presentar la in­
formación con proveedores para efectos del IVA, en forma
global por sus operaciones y las de sus integrantes por las
actividades empresariales que realicen a través del coordi­
nado.

RECOMENDACIONES PARA LA 
APLICACIÓN DE LAS FACILIDADES 
ADMINISTRATIVAS

La Resolución entró en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el DOF, no obstante, las facilidades descritas serán aplicables 
para todo el ejercicio fiscal 2019; adicionalmente, resulta impor­
tante mencionar que hasta en tanto no se publique la Resolución 
Miscelánea Fiscal 2019 (RMF-19), las referencias a dicha resolución se 
entenderán efectuadas a la RMF-18.

A manera de recomendaciones para la adecuada aplicación 
de las facilidades administrativas descritas, destacaría: para el  

Sector Primario, por lo referen­
te a los pagos provisionales y 
retenciones, es importante que 
quienes consideren aplicar los 
beneficios, presenten el “Aviso 
de actualización de actividades 
económicas y obligaciones” en 
términos de lo establecido por el 
CFF, de acuerdo con la “ficha de 
trámite” fiscal correspondien­
te. Los contribuyentes que por 
ejercicios anteriores ya hubie­
ran presentado su aviso, no de­
berán presentarlo nuevamente 
hasta en tanto no cambien la 
opción elegida.

Para las retenciones a tra­
bajadores del campo o manio­
bristas y choferes, para el caso 
de autotransporte, es necesa­
rio elaborar y presentar ante 
la Administración Desconcen­
trada de Servicios al Contribu­
yente (ADSC) más cercana al 
domicilio del contribuyente, 
una relación de los trabajado­
res con el monto de las canti­
dades pagadas en el periodo y 
la retención correspondiente a 
más tardar el 15 de febrero de 
2020, sin olvidar emitir los CFDI  
correspondientes por concep­
to de nómina. Asimismo, y en 
términos generales, mantener 
una relación y control detallado 
de las cantidades y conceptos  
por los cuales se están aplican­
do las facilidades contenidas en 
la RFA-19 a que se han hecho 
referencia.
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CONCLUSIÓN

Finalmente, resulta importante mencionar que se debe prestar especial atención a los lineamientos 
y facilidades otorgadas por la autoridad fiscal mediante este tipo de resoluciones, ya que a través de 
la misma se otorgan beneficios que resultan atractivos para la comprobación de sus gastos, adicional 
al ahorro fiscal que se obtiene en cuanto al pago de las contribuciones y los plazos preferenciales del 
entero de los mismos para el sector de contribuyentes mencionado.

SITIOS EN INTERNET  
(LEYES FEDERALES VIGENTES)

• http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/8_250618.pdf (Cámara de Diputados, Código Fiscal de la Federación,
DOF, última reforma, 24 de diciembre de 2018).

• http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LISR_301116.pdf (Cámara de Diputados, Ley del Impuesto sobre la
Renta, DOF, última reforma, 30 de noviembre de 2016).

• http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/77_301116.pdf (Cámara de Diputados, Ley del Impuesto al Valor Agre­
gado, DOF, última reforma, 30 de noviembre de 2016).

• https://www.sat.gob.mx/normatividad/32514/resolucion-de-facilidades-administrativas (Resolución de Facilidades
Administrativas para los sectores de contribuyentes que en la misma se señalan para 2019).

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Por lo mismo, derivado de la autodetermi­
nación de las contribuciones, es posible que los 
contribuyentes cometan una serie de errores en 
la determinación, o simplemente no cumplan 
con las obligaciones correspondientes, por ende, 
las autoridades fiscales cuentan con una serie de 
facultades para verificar el correcto cumplimien­
to de las citadas obligaciones.

Requerimiento de 
declaraciones, avisos y demás 

documentos conforme  
al artículo 41 del CFF
Cantidad igual al monto mayor  
de las seis últimas declaraciones 

y mandamiento de ejecución
Cuarta parte

Mtro. Manuel Cuauhtémoc Parra Flores
Mtro. Erick Manuel Aranda Hernández

PROLEGÓMENOS

En ediciones anteriores se mencionó que, de 
acuerdo con el Código Fiscal de la Federación 
(CFF), corresponde a los contribuyentes la deter­
minación de las contribuciones, de conformidad 
con los plazos y términos que indiquen las dispo­
siciones fiscales.

Artículos

Mtro. Manuel Cuauhtémoc Parra Flores
Técnico programador analista de sistemas. Doctorante en derecho fiscal. Contador público certificado en el 
área de contabilidad y fiscal. Abogado con maestría en derecho fiscal. Máster en impuestos. Catedrático a ni-
vel licenciatura en las carreras de derecho y contaduría pública y a nivel maestría. Abogado y contador público 
independiente. Articulista de diversas revistas fiscales nacional e internacional. Coautor de los libros: Defensa 
Fiscal. Conceptos de impugnación ganadores/perdedores ante el TFJA y Estudio práctico del Régimen Opcio-
nal para Grupos de Sociedades. Ponente en temas de índole fiscal. manuel_fusion@hotmail.com

Mtro. Erick Manuel Aranda Hernández
Abogado con especialidad y maestría en impuestos. Doctorante en derecho fiscal. Catedrático a nivel licen-
ciatura, especialidad y maestría, en universidades de los estados de Guerrero y Morelos. Abogado inde
pendiente y subdirector de una institución educativa. Articulista en diversas revistas fiscales nacional e in-
ternacional. Coautor de los libros: Defensa fiscal. Conceptos de impugnación ganadores/perdedores ante el 
TFJA y Estudio práctico del Régimen Opcional para Grupos de Sociedades. Ponente en temas de índole fiscal.  
ericktributario2012@hotmail.com
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Se mencionó también que, de manera general, pueden agru­
parse las facultades de las autoridades de la siguiente manera:

• Revisiones de escritorio o gabi­
nete.

• Visitas domiciliarias.
Facultades de comprobación	 •	 Revisión de dictámenes.

• Visitas domiciliarias en materia
de CFDI.

• Revisiones electrónicas, etcétera.

• Requerimiento de obligaciones.

Facultades de gestión	
• Requerimientos de datos, informes o do­

cumentos adicionales, para aclaraciones
y avisos de compensación.

• Verificaciones para constatar datos.

Por ende, se indicó que dentro de las diferentes facultades de 
gestión con las que cuenta la autoridad fiscal, destaca la prevista 
en el numeral 41 del CFF, que a la letra indica:

Artículo 41. Cuando las personas obligadas a presentar declara­
ciones, avisos y demás documentos no lo hagan dentro de los plazos 
señalados en las disposiciones fiscales, las autoridades fiscales exigi­
rán la presentación del documento respectivo ante las oficinas corres­
pondientes, procediendo de la siguiente forma: 

La facultad de gestión prevista en el CFF para el caso de incum­
plimiento de presentación de declaraciones, avisos y demás docu­
mentos, es la regulada en el numeral 41 del citado ordenamiento, 
el cual debe ajustarse primeramente a lo previsto en la fracción I, 
que indica textualmente:

Artículo 41. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                               

I. Imponer la multa que corresponda en los términos de este Códi­
go y requerir hasta en tres ocasiones la presentación del documento  

omitido otorgando al contribu­
yente un plazo de quince días 
para el cumplimiento de cada 
requerimiento. Si no se atienden 
los requerimientos se impon­
drán las multas correspondien­
tes, que tratándose de declara­
ciones, será una multa por cada 
obligación omitida. La autoridad 
después del tercer requerimien­
to respecto de la misma obliga­
ción, podrá aplicar lo dispuesto 
en la siguiente fracción.

Por lo anterior, se mencionó 
que el requerimiento de obliga­
ciones debe ser notificado con 
las formalidades establecidas 
en los numerales 134 y 137 del 
CFF, para el caso de que sean 
personales. En caso de que el 
contribuyente no atienda el re­
querimiento de obligaciones, la 
autoridad fiscal podrá hacerlo 
hasta un total de tres ocasiones 
para que esté en posibilidad de 
ejercer la facultad prevista en 
la fracción II del numeral 41 del 
CFF, tema que a continuación 
analizaremos.

CANTIDAD IGUAL  
AL MONTO MAYOR DE 
LAS SEIS ÚLTIMAS 
DECLARACIONES

La facultad de gestión previs­
ta en el CFF para el caso de  



36

71
0

incumplimiento de presentación de declaracio­
nes, avisos y demás documentos, es la regulada 
en el numeral 41 del CFF, el cual debe ajustarse a 
lo previsto en la fracción I, cuyo texto mostramos 
nuevamente para mejor comprensión del tema:

Artículo 41. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                               

I. Imponer la multa que corresponda en los 
términos de este Código y requerir hasta en tres 
ocasiones la presentación del documento omitido 
otorgando al contribuyente un plazo de quince 
días para el cumplimiento de cada requerimiento. 

Si no se atienden los requerimientos se impondrán 
las multas correspondientes, que tratándose de 
declaraciones, será una multa por cada obligación 
omitida. La autoridad después del tercer reque­
rimiento respecto de la misma obligación, podrá 
aplicar lo dispuesto en la siguiente fracción.

Es decir, una vez efectuada la notificación del 
tercer requerimiento, y ésta no sea atendida por 
el contribuyente, la autoridad fiscal estará en la 
aptitud de poder aplicar lo regulado en la frac­
ción II del numeral 41 del CFF. Ejemplo de un ter­
cer requerimiento de obligaciones es el siguiente:



37

710

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                                                             



38

71
0



39

710

Con lo anterior se da la posibilidad jurídica para la autoridad 
fiscal de ejercer la facultad prevista en la fracción II del numeral 41 
del CFF, que a la letra indica:

Artículo 41. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                

II. Tratándose de la omisión en la presentación de una declaración 
periódica para el pago de contribuciones, una vez realizadas las ac­
ciones previstas en la fracción anterior, podrán hacer efectiva al con­
tribuyente o al responsable solidario que haya incurrido en la omi­
sión, una cantidad igual al monto mayor que hubiera determinado a 
su cargo en cualquiera de las seis últimas declaraciones de la contri­
bución de que se trate. Esta cantidad a pagar no libera a los obligados 
de presentar la declaración omitida.

Es decir, una vez efectuado el tercer requerimiento y ante la 
insistente omisión del contribuyente de presentar la declaración 
periódica para el pago de contribuciones, la autoridad fiscal tiene 
la posibilidad de hacer efectiva una cantidad igual al monto mayor 
que hubiera determinado a su cargo en cualquiera de las seis últi­
mas declaraciones de la contribución de que se trate.

En caso de que el contribu­
yente presente su declaración 
después de haberse notificado 
al contribuyente la cantidad de­
terminada por la autoridad, se 
procederá de la siguiente forma:

Artículo 41. . . . . . . . . . . . . . . .               

II. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                      

Si la declaración se presenta 
después de haberse notificado 
al contribuyente la cantidad de­
terminada por la autoridad 
conforme a esta fracción, dicha 
cantidad se disminuirá del im­
porte que se tenga que pagar 
con la declaración que se pre­
sente, debiendo cubrirse, en su 
caso, la diferencia que resulte 
entre la cantidad determinada 
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agravios contra la resolución determinante del 
crédito fiscal.

Por tanto, estimado lector, no debe menos­
preciarse el incumplimiento de los requerimien­
tos, dado que puede tener efectos adversos en 
las finanzas de su empresa. Además, si el contri­
buyente sigue sin atender el asunto o pierde el 
medio de defensa respectivo, la autoridad podrá 
hacer efectiva la cantidad mediante el proce­
dimiento administrativo de ejecución (PAE).

A continuación mostramos un ejemplo de 
un mandamiento de ejecución, derivado de un 
adeudo relativo a la fracción II del numeral 41  
del CFF:

por la autoridad y el importe a pagar en la decla­
ración. En caso de que en la declaración resulte 
una cantidad menor a la determinada por la au­
toridad fiscal, la diferencia pagada por el contri­
buyente únicamente podrá ser compensada en 
declaraciones subsecuentes.

La determinación del crédito fiscal que realice 
la autoridad con motivo del incumplimiento en la 
presentación de declaraciones en los términos 
del presente artículo, podrá hacerse efectiva a 
través del procedimiento administrativo de eje­
cución a partir del tercer día siguiente a aquél 
en el que sea notificado el adeudo respectivo, en 
este caso el recurso de revocación sólo procede­
rá contra el propio procedimiento administrativo 
de ejecución y en el mismo podrán hacerse valer 
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Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
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CONCLUSIÓN

Sin duda alguna las autoridades fiscales cuentan con una amplia gama de facultades de compro­
bación y de gestión, entre estas últimas destacan los requerimientos de obligaciones omitidas del 
artículo 41 del CFF, tema de estudio del presente, en donde hemos dado a conocer las generalidades 
del procedimiento, así como algunas capturas, para efectos de un mejor entendimiento.  
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L.D. Gustavo Sánchez Soto
Licenciado en derecho por la Universidad La Salle. Especialista en derecho fiscal, administrativo, juicio 
de amparo y comercio exterior. www.sanchezsoto.com.mx, gsanchezsoto@yahoo.com

PLANTEAMIENTO 
DEL PROBLEMA

Lo que se pretende dilucidar en este artículo es 
definir si es legal y constitucional la prerrogativa 
que tienen las autoridades impositivas de dejar 
sin efectos los certificados digitales que emiten 
y que se encuentra regulada en el artículo 17-H, 
fracción X, del Código Fiscal de la Federación 
(CFF), en los siguientes términos:

Artículo 17-H. Los certificados que emita el 
Servicio de Administración Tributaria quedarán 
sin efectos cuando:

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                          

X. Las autoridades fiscales:

Defensa fiscal

INTRODUCCIÓN

Con motivo del ejercicio de las facultades  
de comprobación de las autoridades fiscales, e 
incluso ante la sospecha de existencia de alguna 
irregularidad en el cumplimiento de las obliga­
ciones tributarias a cargo de un contribuyente, 
aquellas han encontrado una fórmula o esque­
ma que les ha redituado sendos beneficios en el 
ámbito recaudatorio; sin embargo, el ejercicio 
de esta potestad no necesariamente se encuen­
tra permeada de legalidad, por el contrario, en 
múltiples ocasiones su ejercicio se realiza en un 
marco de indiscutible antijuridicidad. Nos re­
ferimos a la cancelación de sellos digitales que 
traen como consecuencia que el particular se en­
cuentre impedido de expedir comprobantes fis­
cales que amparen los ingresos que percibe y, por 
ende, se paralice su operación comercial.

Inconstitucionalidad  
de la cancelación de los sellos 

digitales
¿Qué hacer contra este acto de autoridad?

L.D. Gustavo Sánchez Soto
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a)	Detecten que los contribu­
yentes, en un mismo ejercicio
fiscal y estando obligados a
ello, omitan la presentación
de tres o más declaraciones
periódicas consecutivas o seis
no consecutivas, previo re­
querimiento de la autoridad
para su cumplimiento.

b)	Durante el procedimiento
administrativo de ejecución
no localicen al contribuyente
o éste desaparezca.

c) En el ejercicio de sus facul­
tades de comprobación,
detecten que el contribuyen­
te no puede ser localizado;
éste desaparezca durante el
procedimiento, o bien se ten­
ga conocimiento de que los
comprobantes fiscales emiti­
dos se utilizaron para ampa­
rar operaciones inexistentes,
simuladas o ilícitas.

d)	Aun sin ejercer sus facultades
de comprobación, detecten
la existencia de una o más
infracciones previstas en los
artículos 79, 81 y 83 de este
ordenamiento, y la conducta
sea realizada por el contribu­
yente titular del certificado.

El Servicio de Administración
Tributaria podrá cancelar sus 
propios certificados de sellos o 
firmas digitales, cuando se den 
hipótesis análogas a las previstas 
en las fracciones VII y IX de este 
artículo.

Cuando el Servicio de Administración Tributaria revoque un certi­
ficado expedido por él, se anotará en el mismo la fecha y hora de su 
revocación.

Para los terceros de buena fe, la revocación de un certificado que 
emita el Servicio de Administración Tributaria, surtirá efectos a partir 
de la fecha y hora que se dé a conocer la revocación en la página 
electrónica respectiva del citado órgano.

Las solicitudes de revocación a que se refiere este artículo deberán 
presentarse de conformidad con las reglas de carácter general que al 
efecto establezca el Servicio de Administración Tributaria.

Los contribuyentes a quienes se les haya dejado sin efectos el cer­
tificado de sello digital podrán llevar a cabo el procedimiento que, 
mediante reglas de carácter general, determine el Servicio de Admi­
nistración Tributaria para subsanar las irregularidades detectadas, en 
el cual podrán aportar las pruebas que a su derecho convenga, a fin 
de obtener un nuevo certificado. La autoridad fiscal deberá emitir la 
resolución sobre dicho procedimiento en un plazo máximo de tres 
días, contado a partir del día siguiente a aquel en que se reciba la 
solicitud correspondiente.

En este orden de ideas, hay que decir que la potestad en trato 
cuenta con un fundamento legal que la legitima y le otorga ju­
ridicidad; sin embargo, como todo acto de autoridad, su eficacia 
jurídica y legalidad quedan subordinadas al cumplimiento exacto 
de lo que establece la ley de la materia y a nuestro orden jurídi­
co supremo; es decir, la facultad que aquí se revisa debe ejercerse 
cuando la autoridad fiscal acredite que se actualiza alguna de las 
hipótesis normativas que regulan el invocado artículo 17-H, frac­
ción X, del CFF, debiéndose respetar estrictamente la observancia 
del derecho humano de legalidad y audiencia que le asiste irre­
nunciablemente al gobernado.

JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO

En términos de lo regulado por el artículo 3, fracción V, de la Ley Or­
gánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa (LOTFJA), 
el juicio contencioso administrativo resulta procedente en contra 
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del acto autoritario a virtud del cual se deja sin 
efectos el certificado de sello digital (CSD) de un 
contribuyente. Funda esta afirmación la siguien­
te tesis:

Época: Décima Época 
Registro: 2014306 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fede-
ración 
Libro 42, Mayo de 2017, Tomo III 
Materia(s): Administrativa 
Tesis: I.3o.A.33 A (10a.) 
Página: 1996 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. PROCEDE CONTRA LA RESOLU-
CIÓN QUE DEJA SIN EFECTOS EL CERTIFICA-
DO DE SELLO DIGITAL (CSD) PARA LA GE-
NERACIÓN DE COMPROBANTES FISCALES 
DIGITALES POR INTERNET (CFDI), AL CONS-
TITUIR UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA.- De la 
ejecutoria que dio origen al criterio contenido en 
la tesis aislada 2a. X/2003, de rubro: “TRIBUNAL  

FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRA­
TIVA. ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DE­
FINITIVAS’. ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE 
SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, 
DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.”, 
se advierte que la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación estableció que la 
definitividad para efectos del juicio contencioso 
administrativo, además de ponderar la atacabili­
dad de la resolución administrativa a través de los 
recursos en sede administrativa, necesariamente 
debe considerar la naturaleza de esa determina­
ción, la cual debe constituir el producto final de 
la manifestación de la autoridad administrativa, y 
suele expresarse de dos formas: a) Como última  
resolución dictada para poner fin a un proce­
dimiento; o, b) Como manifestación aislada que 
por su naturaleza y características no requiere de 
procedimientos que le antecedan para poder re­
flejar la última voluntad o voluntad definitiva de la 
administración pública. Asimismo, que tratándose 
de actos aislados, expresos o fictos de la adminis­
tración pública, serán definitivos en tanto conten­
gan una determinación o decisión cuyas caracte­
rísticas impidan reformas que ocasionen agravios 
a los gobernados. Por tanto, la resolución que 

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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deja sin efectos el certificado de sello digital (CSD) para la 
generación de comprobantes fiscales digitales por Internet 
(CFDI), constituye una resolución definitiva, pues es el pro-
ducto final o la voluntad definitiva de la autoridad, en tanto 
que contiene una decisión cuyas características impiden mo-
dificarse y, por ende, ocasionan agravio al gobernado, por lo 
que en su contra procede el juicio contencioso administrati-
vo federal; de ahí que sea innecesario agotar, previamente, 
el procedimiento previsto en el artículo 17-H, sexto párrafo, 
del Código Fiscal de la Federación y en la regla 2.2.3. de la 
Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, ya que no constituye 
un recurso administrativo que tenga por efecto modificar o 
revocar la decisión de la administración pública, por lo que 
queda al arbitrio del particular optar por éste o acudir a la 
vía jurisdiccional.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATI­
VA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 312/2016.- 31 de agosto de 2016.- Mayoría de votos.- 
Disidente: Osmar Armando Cruz Quiroz.- Ponente: Jorge Ojeda Ve-
lázquez.- Secretario: Julio César Ballinas Domínguez.

Nota: La tesis aislada 2a. X/2003 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XVII, febrero de 2003, página 336.

Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de 
tesis 325/2017 de la Segunda Sala de la que derivó la tesis jurispru­
dencial 2a./J. 2/2018 (10a.) de título y subtítulo: “SELLO DIGITAL.  
EL OFICIO EMITIDO CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 17-H 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, A TRAVÉS DEL CUAL 
LA AUTORIDAD DEJA SIN EFECTOS EL CERTIFICADO CORRES­
PONDIENTE, NO CONSTITUYE UN ACTO DEFINITIVO PARA 
EFECTOS DEL JUICIO DE NULIDAD.”

Esta tesis se publicó el viernes 19 de mayo de 2017 a las 10:24  
horas en el Semanario Judicial de la Federación.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Adicionalmente, mediante 
la interposición de este medio 
defensa, se puede acceder a una 
medida de naturaleza suspensi­
va, e incluso con efectos restitu­
torios; es decir, no sólo para el 
efecto de que las cosas se man­
tengan en el estado en que se en­
cuentran sino para que restituya 
al demandante en el uso del sello 
digital, cuya cancelación se con­
trovierte durante el tiempo que 
dura la tramitación del litigio 
correspondiente. Así lo han or­
denado nuestros tribunales me­
diante la confección del siguien­
te precedente jurisdiccional:

Época: Décima Época 
Registro: 2013438 
Instancia: Tribunales Colegia­
dos de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación 
Libro 38, Enero de 2017, Tomo IV 
Materia(s): Común 
Tesis: IV.1o.A.52 A (10a.) 
Página: 2815 

SUSPENSIÓN. ES PROCE-
DENTE CONCEDERLA CON-
TRA LA CANCELACIÓN DEL 
SELLO DIGITAL QUE SIRVE 
PARA LA EXPEDICIÓN DE 
COMPROBANTES FISCALES. 
DE LO CONTRARIO, SE PA-
RALIZARÍA LA ACTIVIDAD 
COMERCIAL DE LA EMPRESA  
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Y SE AFECTARÍA LA RECAUDACIÓN DE LA 
HACIENDA PÚBLICA.- El artículo 17-H, párrafo 
primero, fracción X, inciso d), del Código Fiscal de 
la Federación, precisa que los certificados que emi­
ta el Servicio de Administración Tributaria, que­
darán sin efecto cuando las autoridades fiscales, 
aun sin ejercer sus facultades de comprobación, 
detecten la existencia de una o más infracciones 
previstas en los artículos 79, 81 y 83 del propio 
Código Fiscal de la Federación, y la conducta sea 
realizada por el contribuyente titular del certifica­
do. En ese tenor, contra la determinación de la au­
toridad hacendaria de dejar sin efectos o cancelar 
el certificado del sello digital para la expedición de 
comprobantes fiscales, sí es procedente conceder 
la suspensión con fundamento en el artículo 128, 
fracción II, de la Ley de Amparo, pues al tratarse de 
un solo quejoso, no se afecta el orden público ni se 
altera el interés de la sociedad. Además, porque 
el perjuicio que resentiría el particular produciría 
perjuicios de difícil o imposible reparación, no 
susceptibles de resarcirse con la sentencia que se 
dicte en el juicio principal, ya que durante el tiem­
po de la cancelación el gobernado queda impo­
sibilitado de expedir facturas y, por tanto, inhabi­
litado para realizar su actividad comercial, lo que 
pone en riesgo la viabilidad y la sustentabilidad 
de la empresa, pues al dejarse sin efectos los sellos  

digitales, se constituye un obstáculo para generar y 
obtener riqueza, que va, incluso en detrimento de 
la recaudación a favor de la Hacienda Pública, pues 
ésta se obtiene mayormente de la utilidad o renta. 
Es decir, de no concederse la suspensión, se impi­
de recaudar el gasto público conforme a lo previs­
to en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo que sí 
vulneraría el orden público.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Incidente de suspensión (revisión) 79/2015.- Pollos 
y Carnes del Pacífico, S.A. de C.V.- 12 de agosto 
de 2015.- Mayoría de votos.- Disidente: Antonio 
Ceja Ochoa.- Ponente: Sergio Javier Coss Ramos.- 
Secretario: Juan Fernando Alvarado López.

Incidente de suspensión (revisión) 470/2015.- 2 de 
marzo de 2016.- Mayoría de votos.- Disidente: 
Antonio Ceja Ochoa.- Ponente: Sergio Eduardo 
Alvarado Puente.- Secretario: Carlos Toledano 
Saldaña.

Esta tesis se publicó el viernes 06 de enero de 
2017 a las 10:07 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación.

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Ahora bien, el inconveniente de que adolece la tramitación 
de esta instancia consiste en que el juicio contencioso admi­
nistrativo, en la práctica forense, goza de una tramitación len­
ta; es decir, los términos para admitir la demanda y obsequiar 
la medida suspensiva pueden abarcar meses, sin considerar el 
tiempo que implica su tramitación y resolución, lo cual afecta 
indiscutiblemente su eficacia. Es por este rasgo que caracte­
riza al juicio en trato, que el suscrito no lo considera la vía 
idónea para recurrir la actuación administrativa que aquí se 
comenta, sin prejuzgar respecto de su eficacia en el caso de 
que no se requiera la admisión de la demanda, otorgamiento 
de una medida suspensiva y el dictado de una sentencia con 
premura.

JUICIO DE AMPARO

El primer obstáculo para la interposición del juicio constitu­
cional lo encarna la necesidad de no conculcar el principio de 
definitividad. En este contexto, atendiendo a las características 
presentes, por regla general en el acto de autoridad que orde­
na la cancelación de sellos digitales y como consecuencia de la 
práctica del autor, podemos aseverar que en la mayoría de los 
casos no se respeta la prerrogativa de audiencia de que goza 
el gobernado al momento de suscribirse la determinación en 
estudio; es decir, sólo se le cancela el uso de sellos digitales sin 
notificarle al particular el mandato de autoridad que lo orde­
na, aspecto que innegablemente viola su derecho humano de 
audiencia.

En este caso, independientemente de situar al particular fren­
te a un acto de autoridad patentemente inconstitucional, se ac­
tualiza la hipótesis normativa regulada por el artículo 61, fracción 
XX, segundo párrafo, de la Ley de Amparo al estarse en presencia 
de un acto de autoridad carente de fundamentación constitu­
cional y, por ende, se excepciona el principio de definitividad ci­
tado y resulta procedente el juicio de garantías. Esta ausencia 
de fundamentación también puede desprenderse del hecho de 
que la autoridad hacendaria no acredite en el mandamiento  
de cancelación de sellos digitales la actualización estricta de las 
hipótesis normativas que regula el artículo 17-H, fracción X, del 

CFF, verdaderos requisitos de 
procedibilidad de la medida en 
comento.

En este contexto, desde la 
óptica del suscrito, el juicio de 
amparo es el medio de de­
fensa idóneo en contra de la 
actuación aquí analizada, en 
primer término porque normal­
mente hay una violación direc­
ta a la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos 
que lo hace procedente; en se­
gundo término, porque la fun­
damentación jurídica del oficio 
que ordena la cancelación de 
sellos digitales es inexistente y, 
por último, porque no se obser­
va el derecho de audiencia que 
tiene el particular y que con­
vierte tal actuación en incons­
titucional. Adicionalmente, el 
otorgamiento de la medida 
suspensiva está garantizado a 
través de la aplicación de la te­
sis citada ut supra.

CONCLUSIÓN

En consecuencia, si se pugna 
por un medio de defensa ex­
pedito, eficaz y contundente 
para demostrar la ilegalidad 
e inconstitucionalidad de la 
cancelación de sellos digita­
les, indiscutiblemente lo re­
presenta la interposición del 
juicio constitucional (amparo 
indirecto).  
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L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero
Maestro en derecho fiscal por la Universidad Humanitas. Licenciado en derecho por la UNITEC. Consultor fiscal,
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Contador público egresado de la FCA-UNAM. Actualmente director general de Casia Creaciones.

Las tesis que se den a conocer en esta 
sección serán sólo algunas de las pu­
blicadas en las fechas más recientes, 

pretendiendo que la selección sea de uti­
lidad para nuestros lectores, pudiendo 
encontrar tanto aquellas consideradas 
como aisladas, precedentes, así como las 
jurisprudenciales, y cuya selección de te­
sis abarcará de las publicadas por el Poder 
Judicial de la Federación y por el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrati­
va (TFJFA).

PODER JUDICIAL  
DE LA FEDERACIÓN

Época: Décima Época 
Registro: 2019595 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 29 de marzo de 2019 10:32 h
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: I.1o.A.E. J/8 (10a.) 

NOTIFICACIONES DE LOS ACTOS ADMI-
NISTRATIVOS POR CORREO CERTIFICADO 
CON ACUSE DE RECIBO. REQUISITOS PARA 
LA LEGALIDAD DE LAS REALIZADAS A LAS 
PERSONAS MORALES.

Las notificaciones de los actos administra­
tivos pueden realizarse por medio de correo 
certificado con acuse de recibo, en dicho acuse 
deberá constar que se buscó al representante le­
gal de la persona moral a la que va dirigida la 
notificación, así como la entrega de la pieza pos­
tal correspondiente. De lo anterior, se emitió la 
siguiente jurisprudencia:

Para determinar las formalidades a las que se en­
cuentran sujetas las notificaciones de los actos ad­
ministrativos por correo certificado con acuse de 
recibo, son aplicables los artículos 42 de la Ley del 
Servicio Postal Mexicano y 31 a 33 del Reglamento 
para la Operación del Organismo Servicio Postal 
Mexicano, los cuales establecen, entre otras cosas, 
que un servicio de acuse de recibo de envíos o de 
correspondencia registrada consiste en recabar,  

Tesis fiscales
L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero
C.P. Hugo Gasca Bretón

Tesis fiscales

NOTIFICACIONES
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en documento especial, la firma 
de recepción del destinatario 
o de su representante legal.
Por tanto, para la legalidad de
las notificaciones realizadas a las
personas morales por dicho
medio, se requiere que en el
acuse de recibo que se recabe
se haga constar la búsqueda del
representante legal de la des­
tinataria y la entrega a éste de
la pieza postal registrada, al
ser la única persona facultada
para recibirla.

PRIMER TRIBUNAL COLE­
GIADO DE CIRCUITO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADO EN COMPE­
TENCIA ECONÓMICA, RADIO­
DIFUSIÓN Y TELECOMUNI­
CACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y 
JURISDICCIÓN EN TODA LA 
REPÚBLICA.

Amparo en revisión 232/2018.- 
Constructora Estrella, S.A. de  
C.V. y otro.- 7 de febrero  
de 2019.- Unanimidad de vo-
tos.- Ponente: Patricio Gonzá-
lez-Loyola Pérez.- Secretario: 
Mario Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 246/2018.- 
Constructora Estrella, S.A. de  
C.V. y otro.- 7 de febrero  
de 2019.- Unanimidad de vo-
tos.- Ponente: Patricio Gonzá-
lez-Loyola Pérez.- Secretario: 
Mario Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 238/2018.- Constructora Estrella, S.A. de C.V. y 
otro.- 21 de febrero de 2019.- Unanimidad de votos.- Ponente: Pa-
tricio González-Loyola Pérez.- Secretario: Carlos Luis Guillén Núñez.

Amparo en revisión 244/2018.- Constructora Estrella, S.A. de C.V. y 
otro.- 21 de febrero de 2019.- Unanimidad de votos.- Ponente: Óscar 
Germán Cendejas Gleason.- Secretario: Rodolfo Meza Esparza.

Amparo en revisión 242/2018.- Constructora Estrella, S.A. de C.V. y 
otro.- 28 de febrero de 2019.- Unanimidad de votos.- Ponente: Pa-
tricio González-Loyola Pérez.- Secretario: José Pablo Sáyago Vargas.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de marzo de 2019 a las 10:32 
horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se consi­
dera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de abril de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General 
Plenario 19/2013.

Época: Décima Época 
Registro: 2019643 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 05 de abril de 2019 10:09 h 
Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: 1a./J. 28/2019 (10a.) 

RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IM-
PUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2014, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA.

A partir del ejercicio fiscal 2014, derivado de la reforma integral 
que sufrió la Ley del Impuesto sobre la Renta (LISR), se estable­
ció que para efectos de hacer efectivas las deducciones personales 
por concepto de gastos médicos, dentales, hospitalarios, etcétera, 
a los que hace referencia el artículo 151, fracción I, de dicha ley, 
habrá que pagarse mediante cheque, transferencias electrónicas, 
tarjetas de crédito o débito, para identificar quién es el sujeto que 



52

71
0

efectivamente realiza la operación. Lo anterior, 
según el Legislativo, para tener la “certeza” de 
quién efectúa el pago; sin embargo, considera­
mos que la verdadera finalidad es poder fiscalizar 
a las personas físicas y morales que prestan este 
tipo de servicios.

A continuación se transcribe la siguiente ju­
risprudencia:

El artículo mencionado al prever la posibilidad de 
que las personas físicas que tributan en el Título II 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, puedan rea­
lizar diversas deducciones adicionales a las que les 
corresponden a cada una de las actividades que 
desarrollan, tales como son los pagos por honora­
rios médicos y dentales, así como los gastos hos­
pitalarios, pero condicionando a que esas eroga­
ciones se efectúen a través de cheque nominativo 
del contribuyente, transferencias electrónicas de 
fondos, desde cuentas abiertas a nombre del con­
tribuyente en instituciones que componen el sis­
tema financiero y las entidades que para tal efecto 
autorice el Banco de México o mediante su tarjeta 
de crédito, de débito, o de servicios, no vulnera el 
principio de proporcionalidad tributaria, en tanto 
que la norma no impide el ejercicio del derecho 
a la deducción, sino que señala la forma en que 
deben efectuarse dichas erogaciones. Ahora bien, 
tal condicionante, se estableció por razones de 
política fiscal a efecto de identificar el pagador del 
gasto que se deduce, lo que otorga mayor certeza 
de que las personas que las realizan son quienes 
efectuaron el gasto y que sean coincidentes con las 
erogaciones a que se refiere la ley, lo que permitirá 
evitar actos de evasión y elusión fiscal, además de 
que facilita el ejercicio de las facultades de com­
probación con las que cuenta la autoridad hacen­
daria, de lo que se tiene que es válido que las per­
sonas físicas, por regla general, deban efectuar sus  

erogaciones a través de los esquemas instaurados 
por el sistema financiero. Por tanto, el estable­
cimiento de requisitos formales por parte del le­
gislador para poder efectuar una deducción, en 
principio, no implica una vulneración al principio 
de proporcionalidad tributaria, pues la imposibi­
lidad de considerar un gasto dentro del esquema 
del impuesto sobre la renta deriva del incum­
plimiento de esa formalidad, pero no por el des­
conocimiento –per se– por parte del legislador de 
ese gasto.

PRIMERA SALA

Amparo en revisión 633/2017.- Francisco Reséndiz 
Becerra.- 10 de enero de 2018.- Mayoría de cua-
tro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández.- Di-
sidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular.- Ponente: Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea.- Secretario: Fernando Cruz Ven-
tura. 

Amparo en revisión 1105/2017.- Javier López Rodrí-
guez.- 7 de febrero de 2018.- Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández.- Di-
sidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular.- Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández.- Secretario: Abraham Pedraza 
Rodríguez.

Amparo en revisión 764/2017.- Maximino Ramírez.- 
7 de febrero de 2018.- Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña Hernández.- Disidente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 
particular.- Ponente: José Ramón Cossío Díaz.- Se-
cretario: Néstor Rafael Salas Castillo.
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Amparo en revisión 674/2017.- 
Sally Shrem Shrem.- 18 de 
abril de 2018.- Mayoría  
de cuatro votos de los Minis-
tros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández.- Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular.- Po-
nente: Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea.- Secretario: Fernando 
Cruz Ventura.

Amparo en revisión 1381/2017.- 
Rosita Liset Gálvez Cirerol.- 
20 de junio de 2018.- Mayoría 
de cuatro votos de los Minis-
tros Arturo Zaldívar Lelo de  
Larrea, José Ramón Cossío 
Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández.- Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto particular.- Po-
nente: José Ramón Cossío 
Díaz.- Secretaria: Dolores 
Rueda Aguilar.

Tesis de jurisprudencia 
28/2019 (10a.). Aprobada por 
la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de 
veintisiete de marzo de dos mil 
diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 
05 de abril de 2019 a las 10:09 
horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se 

considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de abril de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013.

TRIBUNAL FEDERAL  
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

Código Fiscal de la Federación:

Tesis VIII-TA-1aS-13. Publicada en RTFJA. Octava Época. Año IV. No. 
32. Marzo 2019. p. 296.

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LA AUTORIDAD FISCAL. 
A TRAVÉS DE ESTAS PUEDE DETERMINARSE LA INEXISTEN-
CIA DE LAS OPERACIONES, EXCLUSIVAMENTE PARA EFEC-
TOS FISCALES, SIN QUE SEA NECESARIO INICIAR EL PROCE-
DIMIENTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN.

Resulta que a través de “cualquier” facultad de comprobación 
de las previstas en el artículo 42 del Código Fiscal de la Fede­
ración (CFF), específicamente en este caso de las contenidas en 
las fracciones II y III del citado numeral, las autoridades fiscales 
pueden determinar la inexistencia de operaciones amparadas en 
comprobantes fiscales, así como dejar sin efectos contratos o  
documentos que estimen carezcan de materialidad, entonces, 
¿para que se instauró una facultad adicional en el numeral 69-B 
del citado código? Si van a poder aplicar sus facultades de manera 
indistinta, ya sea en una revisión de gabinete o en una visita domi­
ciliaria, aunque no esté bien definida y precisada la competencia 
material de las autoridades fiscales.

Las autoridades administrativas deberán respetar de manera 
estricta el principio de legalidad, ya que es un principio rector de 
la tributación en México.

Sin embargo, los mismos tribunales administrativos convalidan 
las actuaciones de las autoridades, aunque en ocasiones resulten 
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ilegales o con falta de una debida fundamenta­
ción y motivación. A continuación, nos permiti­
mos transcribir el siguiente criterio resuelto por la 
Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa (TFJA):

El artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, 
en sus fracciones II y III, establece que las auto­
ridades fiscales a fin de comprobar que los contri­
buyentes, los responsables solidarios o los terceros 
con ellos relacionados han cumplido con las dispo­
siciones fiscales y, en su caso, determinar las contri­
buciones omitidas o los créditos fiscales, así como 
para comprobar la comisión de delitos fiscales  
y para proporcionar información a otras autorida­
des fiscales, tienen facultades: a) para efectuar una 
revisión de gabinete, para lo cual pueden requerir 
a los contribuyentes, responsables solidarios o ter­
ceros con ellos relacionados, para que exhiban en 
su domicilio, establecimientos, en las oficinas de las 
propias autoridades o dentro del Buzón Tributa­
rio, dependiendo de la forma en que se efectuó el 
requerimiento, la contabilidad, así como que pro­
porcionen los datos, otros documentos o informes 
que se les requieran a efecto de llevar a cabo su re­
visión, b) para practicar visitas a los contribuyentes, 
los responsables solidarios o terceros relacionados 
con ellos y revisar su contabilidad, bienes y mer­
cancías. Al respecto cabe destacar que en caso de  
que la autoridad fiscal, en uso de sus facultades  
de comprobación, detecte que una persona física 
o moral no acreditó la efectiva prestación del servi­
cio o adquisición de los bienes, o no corrigió su si­
tuación fiscal, determinará el o los créditos fiscales
que correspondan, y las operaciones amparadas
en los comprobantes fiscales se considerarán como
actos o contratos simulados para efecto de los
delitos previstos en el Código. En efecto, el ejerci­
cio de las facultades de fiscalización no se limita a

detectar incumplimientos que deriven en la deter­
minación de un crédito fiscal al contribuyente omi­
so, sino que lleva implícita la posibilidad de que la 
autoridad verifique si efectivamente lo manifesta­
do por el contribuyente corresponde a la realidad,  
es decir, si se han realizado las situaciones jurídicas 
o de hecho previstas en las disposiciones legales y
si el sujeto revisado les ha dado los efectos fisca­
les correctos; de ahí que, la autoridad para estar 
en posibilidad de determinar que no se realiza­
ron las operaciones declaradas por la actora, no 
se encuentra obligada a aplicar el procedimiento 
contenido en el artículo 69-B del Código Fiscal de 
la Federación. En este tenor, es evidente que la 
autoridad fiscal sí cuenta con facultades para res­
tar eficacia probatoria a los comprobantes fisca­
les, contratos y demás documentos relacionados, 
únicamente para la determinación, devolución o 
acreditamiento de las contribuciones, a través de 
la emisión de una resolución en la que de manera 
fundada y motivada determine si existen las ope­
raciones que el contribuyente registró y documen­
tó en su contabilidad y de ser el caso, que advierta 
que son inexistentes exclusivamente para efectos 
fiscales, sin que ello implique la anulación para 
efectos generales de dichos actos, sino únicamen­
te la negación de su valor en el ámbito tributario.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 763/17-06-
03-7/1921/18-S1-03-04.- Resuelto por la Primera
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal
de Justicia Administrativa, en sesión de 22 de no-
viembre de 2018, por mayoría de 3 votos a favor
y 1 voto con los puntos resolutivos.- Magistrado
Ponente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: Lic.
Elizabeth Camacho Márquez.

(Tesis aprobada en sesión de 12 de febrero de 
2019)  
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Consideraciones fiscales 
derivadas del pago  

de la PTU
Primera parte

L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero

Caso práctico 1

L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero
Maestro en derecho fiscal por la Universidad Humanitas. Licenciado en derecho por la UNITEC. Con-
sultor fiscal, articulista y editor de la revista PAF. Asesor fiscal independiente. Docente en las carreras
de contaduría y derecho. joan.valtierra@casiacreaciones.com.mx

Finalidad: Que el lector conozca los prin-
cipales aspectos fiscales derivados del 
pago de la participación de los trabaja-
dores en las utilidades de las empresas 
(PTU), tanto para los patrones como para 
los trabajadores.

Orientado a: Patrones que tengan la obli-
gación de efectuar el pago de la PTU, tra-
bajadores que tengan derecho a recibir 
el pago de dicha prestación, contadores, 
abogados, administradores, estudiantes  
y en general a cualquier persona interesa-
da en el tema.

Consideraciones al tema: La PTU es un 
derecho para los trabajadores y una obliga-
ción para los patrones en materia laboral. La 
citada obligación está soportada en nuestro 
máximo ordenamiento jurídico. El cumpli-
miento de dicha obligación tiene alcances 
laborales, fiscales y de seguridad social, 
tanto para quien la paga (patrones) como 
para la quien recibe (trabajadores), tenien-
do un mayor impacto para los patrones.

En el presente taller nos enfocare-
mos, principalmente, a las considera-
ciones de carácter fiscal, sin dejar de 
lado que se trata de una obligación en 
materia laboral, por lo que se dará una 
breve introducción de la PTU a efecto de 
conocer su naturaleza jurídica y su so-
porte legal.

Fundamento jurídico: Artículos 123, apar-
tado A, fracción IX, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; 117 
al 131 de la Ley Federal del Trabajo (LFT); 
9, 77, 109 y 111 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta (LISR).

Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al 
trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se pro-
moverán la creación de empleos y la organiza-
ción social de trabajo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las 
bases siguientes deberá expedir leyes sobre el tra-
bajo, las cuales regirán:
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A. Entre los obreros, jornaleros, empleados
domésticos, artesanos y de una manera general, 
todo contrato de trabajo:

.........................................................................

IX. Los trabajadores tendrán derecho a una
participación en las utilidades de las empresas, 
regulada de conformidad con las siguientes 
normas:

a) Una Comisión Nacional, integrada con re-
presentantes de los trabajadores, de los pa-
tronos y del Gobierno, fijará el porcentaje
de utilidades que deba repartirse entre los
trabajadores;

b) La Comisión Nacional practicará las investi-
gaciones y realizará los estudios necesarios y
apropiados para conocer las condiciones gene-
rales de la economía nacional. Tomará asimis-
mo en consideración la necesidad de fomentar
el desarrollo industrial del País, el interés ra-
zonable que debe percibir el capital y la nece-
saria reinversión de capitales;

c) La misma Comisión podrá revisar el porcen-
taje fijado cuando existan nuevos estudios e
investigaciones que los justifiquen.

d) La Ley podrá exceptuar de la obligación de
repartir utilidades a las empresas de nueva
creación durante un número determinado y li-
mitado de años, a los trabajos de exploración
y a otras actividades cuando lo justifique su
naturaleza y condiciones particulares;

e) Para determinar el monto de las utilidades
de cada empresa se tomará como base la
renta gravable de conformidad con las dis-
posiciones de la Ley del Impuesto sobre la
Renta. Los trabajadores podrán formular ante
la Oficina correspondiente de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público las objeciones
que juzguen convenientes, ajustándose al
procedimiento que determine la ley;

f) El derecho de los trabajadores a participar en
las utilidades no implica la facultad de inter-
venir en la dirección o administración de las
empresas.

(El uso de negrillas dentro del texto es
nuestro.)

Ley Federal del Trabajo:

Artículo 117. Los trabajadores participarán en 
las utilidades de las empresas, de conformidad 
con el porcentaje que determine la Comisión Na-
cional para la Participación de los Trabajadores 
en las Utilidades de las Empresas.

.........................................................................

Artículo 120. El Porcentaje fijado por la Co-
misión constituye la participación que correspon-
derá a los trabajadores en las utilidades de cada 
empresa.

Para los efectos de esta Ley, se considera 
utilidad en cada empresa la renta gravable, de 
conformidad con las normas de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta.

.........................................................................

Artículo 122. El reparto de utilidades en-
tre los trabajadores deberá efectuarse dentro 
de los sesenta días siguientes a la fecha en  
que deba pagarse el impuesto anual, aun 
cuando esté en trámite objeción de los tra-
bajadores.

Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público aumente el monto de la utilidad gravable, 
sin haber mediado objeción de los trabajadores o 
haber sido ésta resuelta, el reparto adicional se 
hará dentro de los sesenta días siguientes a la fe-
cha en que se notifique la resolución. Sólo en el 
caso de que ésta fuera impugnada por el patrón, 
se suspenderá el pago del reparto adicional hasta 
que la resolución quede firme, garantizándose el 
interés de los trabajadores.

El importe de las utilidades no reclamadas en 
el año en que sean exigibles, se agregará a la uti-
lidad repartible del año siguiente.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Ley del Impuesto sobre la Renta:

Artículo 9. Las personas morales deberán 
calcular el impuesto sobre la renta, aplicando al 
resultado fiscal obtenido en el ejercicio la tasa 
del 30%.
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El resultado fiscal del ejercicio se determinará 
como sigue:

I. Se obtendrá la utilidad fiscal disminuyendo
de la totalidad de los ingresos acumulables obte-
nidos en el ejercicio, las deducciones autorizadas 
por este Título y la participación de los trabaja-
dores en las utilidades de las empresas pagada en 
el ejercicio, en los términos del artículo 123 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

II. A la utilidad fiscal del ejercicio se le dismi-
nuirán, en su caso, las pérdidas fiscales pendien-
tes de aplicar de ejercicios anteriores.

El impuesto del ejercicio se pagará mediante 
declaración que presentarán ante las oficinas au-
torizadas, dentro de los tres meses siguientes a la 
fecha en la que termine el ejercicio fiscal.

Para determinar la renta gravable a que se 
refiere el inciso e) de la fracción IX del artícu-
lo 123, apartado A de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, no se dis-
minuirá la participación de los trabajadores 
en las utilidades de las empresas pagada en el 
ejercicio ni las pérdidas fiscales pendientes de 
aplicar de ejercicios anteriores.

Para la determinación de la renta gravable 
en materia de participación de los trabajado-
res en las utilidades de las empresas, los con-
tribuyentes deberán disminuir de los ingresos 
acumulables las cantidades que no hubiesen 
sido deducibles en los términos de la fracción 
XXX del artículo 28 de esta Ley.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

.........................................................................

Artículo 109. Los contribuyentes a que se re-
fiere esta Sección, deberán calcular el impuesto 
del ejercicio a su cargo en los términos del artícu-
lo 152 de esta Ley. Para estos efectos, la utilidad 
fiscal del ejercicio se determinará disminuyendo 
de la totalidad de los ingresos acumulables ob-
tenidos por las actividades empresariales o por 
la prestación de servicios profesionales, las de-
ducciones autorizadas en esta Sección, ambos 
correspondientes al ejercicio de que se trate. A la 
utilidad fiscal así determinada, se le disminuirá  

la participación de los trabajadores en las utili-
dades de las empresas pagada en el ejercicio, en 
los términos del artículo 123 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en 
su caso, las pérdidas fiscales determinadas con-
forme a este artículo, pendientes de aplicar de 
ejercicios anteriores; el resultado será la utilidad 
gravable.

La pérdida fiscal se obtendrá cuando los in-
gresos a que se refiere esta Sección obtenidos en 
el ejercicio sean menores a las deducciones au-
torizadas en el mismo. Al resultado obtenido se 
le adicionará la participación de los trabajadores 
en las utilidades pagada en el ejercicio a que se 
refiere el párrafo anterior. En este caso se estará 
a lo siguiente:

I. La pérdida fiscal ocurrida en un ejercicio po-
drá disminuirse de la utilidad fiscal determinada 
en los términos de esta Sección, de los diez ejer-
cicios siguientes, hasta agotarla.

Para los efectos de esta fracción, el monto de 
la pérdida fiscal ocurrida en un ejercicio, se ac-
tualizará multiplicándola por el factor de actua-
lización correspondiente al periodo comprendi-
do desde el primer mes de la segunda mitad del 
ejercicio en el que ocurrió y hasta el último mes 
del mismo ejercicio. La parte de la pérdida fis-
cal de ejercicios anteriores ya actualizada pendiente 
de aplicar contra utilidades fiscales se actualiza-
rá multiplicándola por el factor de actualización 
correspondiente al periodo comprendido desde el 
mes en el que se actualizó por última vez y hasta 
el último mes de la primera mitad del ejercicio 
en el que se aplicará.

Para los efectos del párrafo anterior, cuando 
sea impar el número de meses del ejercicio en que 
ocurrió la pérdida fiscal, se considerará como pri-
mer mes de la segunda mitad, el mes inmediato 
posterior al que corresponda la mitad del ejercicio.

Cuando el contribuyente no disminuya en un 
ejercicio la pérdida fiscal ocurrida en ejercicios 
anteriores, pudiéndolo haber hecho conforme a 
este artículo, perderá el derecho a hacerlo poste-
riormente hasta por la cantidad en que pudo ha-
berlo efectuado.

II. El derecho de disminuir pérdidas fiscales es
personal del contribuyente que las sufre y no po-
drá ser transmitido por acto entre vivos ni como 
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consecuencia de la enajenación del negocio. En 
el caso de realizarse actividades empresariales, 
sólo por causa de muerte podrá transmitirse el 
derecho a los herederos o legatarios, que conti-
núen realizando las actividades empresariales de 
las que derivó la pérdida.

Las pérdidas fiscales que obtengan los contri-
buyentes por la realización de las actividades a 
que se refiere esta Sección, sólo podrán ser dis-
minuidas de la utilidad fiscal derivada de las pro-
pias actividades a que se refiere la misma.

Para los efectos de esta Sección, para la par-
ticipación de los trabajadores en las utilidades 
de las empresas, la renta gravable a que se re-
fieren los artículos 123, fracción IX, inciso e) 
de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, 120 y 127, fracción III de la 
Ley Federal del Trabajo, será la utilidad fiscal 
que resulte de conformidad con este artículo.

Para la determinación de la renta gravable 
en materia de participación de los trabajado-
res en las utilidades de las empresas, los con-
tribuyentes deberán disminuir de los ingresos 
acumulables las cantidades que no hubiesen 
sido deducibles en los términos de la fracción 
XXX del artículo 28 de esta Ley.

En el caso de que el contribuyente obtenga 
ingresos por actividades empresariales y servi-
cios profesionales en el mismo ejercicio, deberá 
determinar la renta gravable que en términos de 
esta Sección corresponda a cada una de las ac-
tividades en lo individual; para estos efectos, se 
aplicará la misma proporción que se determine en 
los términos del artículo anterior.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

.........................................................................

Artículo 111. Los contribuyentes personas fí-
sicas que realicen únicamente actividades empre-
sariales, que enajenen bienes o presten servicios 
por los que no se requiera para su realización títu-
lo profesional, podrán optar por pagar el impues-
to sobre la renta en los términos establecidos en 
esta Sección, siempre que los ingresos propios de 
su actividad empresarial obtenidos en el ejercicio 
inmediato anterior, no hubieran excedido de la 
cantidad de dos millones de pesos.

.........................................................................

Los contribuyentes a que se refiere este artícu-
lo, calcularán y enterarán el impuesto en forma 
bimestral, el cual tendrá el carácter de pago de-
finitivo, a más tardar el día 17 de los meses de 
marzo, mayo, julio, septiembre, noviembre y 
enero del año siguiente, mediante declaración 
que presentarán a través de los sistemas que dis-
ponga el Servicio de Administración Tributaria 
en su página de Internet. Para estos efectos, la 
utilidad fiscal del bimestre de que se trate se 
determinará restando de la totalidad de los in-
gresos a que se refiere este artículo obtenidos en 
dicho bimestre en efectivo, en bienes o en servi-
cios, las deducciones autorizadas en la Ley que 
sean estrictamente indispensables para la obten-
ción de los ingresos a que se refiere esta Sección, 
así como las erogaciones efectivamente realiza-
das en el mismo periodo para la adquisición de 
activos, gastos y cargos diferidos y la participa-
ción de los trabajadores en las utilidades de las 
empresas pagada en el ejercicio, en los términos 
del artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

Cuando los ingresos percibidos, sean inferio-
res a las deducciones del periodo que correspon-
da, los contribuyentes deberán considerar la dife-
rencia que resulte entre ambos conceptos como 
deducibles en los periodos siguientes.

Para los efectos de la participación de los 
trabajadores en las utilidades de las empresas, 
en términos de esta Sección, la renta gravable 
a que se refieren los artículos 123, fracción IX, 
inciso e) de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, 120 y 127, fracción 
III de la Ley Federal del Trabajo, será la uti-
lidad fiscal que resulte de la suma de las utili-
dades fiscales obtenidas en cada bimestre del 
ejercicio. Para efectos del artículo 122 de la 
Ley Federal del Trabajo, el plazo para el re-
parto de las utilidades entre los trabajadores 
deberá efectuarse dentro de los sesenta días 
siguientes a la fecha en que deba presentarse 
en los términos del artículo 112 de esta Ley, la 
declaración correspondiente al sexto bimestre 
del ejercicio de que se trate.

Para la determinación de la renta gravable  
en materia de participación de los trabajadores 
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en las utilidades de las empresas, los contri-
buyentes deberán disminuir de los ingresos 
acumulables las cantidades que no hubiesen sido 
deducibles en los términos de la fracción XXX del 
artículo 28 de esta Ley.

Para determinar el impuesto, los contribuyentes 
de esta Sección considerarán los ingresos cuando se 
cobren efectivamente y deducirán las erogaciones 
efectivamente realizadas en el ejercicio para la ad-
quisición de activos fijos, gastos o cargos diferidos.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Análisis del texto

1. ¿Qué es la PTU?

R: Es la participación de los trabajado-
res en las utilidades de las empresas, ya 
que por mandato constitucional los traba-
jadores tendrán derecho a una participa-
ción en dichas utilidades.

2. ¿Cuál es el soporte constitucional de
la PTU?

R: El derecho de los trabajadores a 
participar en las utilidades de las empresas 
se encuentra contenido en el artículo 123, 
apartado A, fracción IX, de la Constitución.

3. ¿Cuándo debe efectuarse el pago de
la PTU a los trabajadores?

R: El pago de la PTU deberá efectuarse 
dentro de los 60 días siguientes a la fecha en 

que deba pagarse el impuesto sobre la renta 
(ISR) del ejercicio, siendo la fecha límite el 
30 de mayo para personas morales y el 29 
de junio para personas físicas del ejercicio 
siguiente al que correspondan las utilidades.

4. ¿Cuál es la base para determinar el
monto de las utilidades de cada empresa?

R: En términos del artículo 123, apartado 
A, fracción IX, inciso e), de la Constitución, 
para determinar el monto de las utilidades 
de cada empresa se tomará como base la 
renta gravable de conformidad con las dis-
posiciones de la LISR.

5. ¿Cómo se determina la renta gravable 
de las personas morales que tributan en
términos del título II, de la LISR?

R: En términos del artículo 9 de la LISR, 
la determinación de la renta gravable para 
el pago de la PTU es un procedimiento aná-
logo a la determinación del resultado fiscal 
del ejercicio, con las salvedades siguientes:

• No se disminuirá la PTU pagada en el
ejercicio ni las pérdidas fiscales pendien-
tes de aplicar de ejercicios anteriores.

• Los contribuyentes deberán disminuir de
los ingresos acumulables las cantidades
que no hubiesen sido deducibles en los
términos de la fracción XXX del artículo
28 de la LISR.

En resumen, la determinación de la ren-
ta gravable para el pago de la PTU queda-
ría de la siguiente forma:

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Determinación de la renta gravable para la PTU de personas morales
Ingresos acumulables

(–) Cantidades no deducibles de la fracción XXX del artículo 28 de la LISR
(–) Deducciones autorizadas
(=) Renta gravable para la PTU

El hecho de no restar las pérdidas fiscales pendientes de aplicar de ejercicios anterio-
res, es precisamente por el hecho de que corresponden a otros ejercicios distintos por el 
que se va a generar el pago de las utilidades, y el artículo 128 de la LFT prevé que no se 
harán compensaciones de los años de pérdida con los de ganancia, es decir, los traba-
jadores no participarán de las pérdidas, sino sólo de las utilidades.

6. ¿Cómo se determina la renta gravable de las personas físicas que tributan en el
régimen de actividad empresarial y profesional de la LISR?

R: En términos del artículo 109 de la LISR, la determinación de la renta gravable para el 
pago de la PTU, tratándose de personas físicas con actividad empresarial y profesional, será 
el mismo procedimiento para la determinación de la utilidad fiscal del ejercicio, con la dife-
rencia de que además se deberá disminuir de los ingresos acumulables las cantidades que no 
hubiesen sido deducibles en los términos de la fracción XXX del artículo 28 de la LISR.

Renta gravable para la PTU de personas físicas con actividad empresarial y profesional
Ingresos acumulables obtenidos por las actividades empresariales o por la pres-
tación de servicios profesionales

(–) Cantidades no deducibles de la fracción XXX, artículo 28 de la LISR
(–) Deducciones autorizadas
(=) Renta gravable para la PTU

Como podemos observar, es exactamente el mismo procedimiento para la determi-
nación de la renta gravable de las personas morales que tributan en el título II de la LISR.

7. ¿Cómo se determina la renta gravable de las personas físicas que tributan en el
Régimen de Incorporación Fiscal (RIF)?

R: En términos del artículo 111 de la LISR, para determinar la renta gravable, tratán-
dose de contribuyentes que tributen en el RIF, se deberá considerar la utilidad fiscal que 
resulte de la suma de las utilidades fiscales obtenidas en cada bimestre del ejercicio.

        Renta gravable para la PTU de personas físicas que tributan en el RIF
(+) Utilidad fiscal del bimestre 1 (enero-febrero)
(+) Utilidad fiscal del bimestre 2 (marzo-abril)
(+) Utilidad fiscal del bimestre 3 (mayo-junio)
(+) Utilidad fiscal del bimestre 4 (julio-agosto)
(+) Utilidad fiscal del bimestre 5 (septiembre-octubre)
(+) Utilidad fiscal del bimestre 6 (noviembre-diciembre)
(=) Renta gravable para la PTU
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8. ¿Qué porcentaje se debe repartir sobre la renta gravable?

R: En el resolutivo primero de la Resolución del H. Consejo de Representantes de la
Quinta Comisión Nacional para la Participación de los Trabajadores en las Utilidades de 
las Empresas, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 3 de febrero de 2009, se 
establece que los trabajadores participarán en 10% de las utilidades de las empre-
sas en las que presten sus servicios, porcentaje que se aplicará sobre la renta gravable 
determinada según lo dispuesto en la LISR.1

Utilidades por pagar a los trabajadores
Ingresos acumulables

(–) Cantidades no deducibles de la fracción XXX, artículo 28 de la LISR
(–) Deducciones autorizadas
(=) Renta gravable para la PTU
(x) Porcentaje aplicable (10%)
(=) Utilidades para repartir a los trabajadores

Ya pudimos observar la base para el pago de la PTU y el porcentaje a repartir entre los 
trabajadores, no obstante, el cómo se debe distribuir entre los trabajadores no es el tema 
central del presente material, por lo que nos enfocaremos a las implicaciones fiscales 
que conlleva el pago de la PTU.

9. ¿Cuál es el efecto de la PTU en la determinación del resultado fiscal o de la utili-
dad gravable del ejercicio?

R: Las cantidades que tienen el carácter de la PTU son consideradas como partidas 
no deducibles en términos del artículo 28, fracción XXVI, de la LISR, no obstante, para la 
determinación del resultado fiscal hablando de personas morales y de la utilidad grava-
ble hablando de personas físicas se deberá disminuir la PTU pagada en el ejercicio.

Ejemplo de persona moral:

Determinación del resultado fiscal  de persona moral
Ingresos acumulables  del ejercicio 2018 $3’456,000.00

(–) Deducciones autorizadas 1’550,000.00
(–) PTU pagada en el ejercicio 326,000.00
(=) Utilidad fiscal $1’580,000.00
(–) Pérdidas fiscales actualizadas pendientes de aplicar 785,000.00
(=) Resultado fiscal $795,000.00

Como podemos observar, la PTU que se disminuye es la pagada en el ejercicio sin 
importar de qué ejercicio provenga y afecta a la utilidad fiscal del ejercicio por el que se 
vaya a determinar el impuesto.

Ejemplo de persona física:
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Determinación de la utilidad gravable  de persona física
Ingresos acumulables del ejercicio 2018 $1’456,000.00

(–) Deducciones autorizadas 1’134,000.00
(=) Utilidad fiscal $322,000.00
(–) PTU pagada en el ejercicio 128,000.00
(–) Pérdidas fiscales actualizadas pendientes de disminuir 35,500
(=) Utilidad gravable $158,500.00

La PTU pagada incide directamente para la determinación de la utilidad gravable 
del ejercicio tratándose de personas físicas.

10. ¿La PTU pagada puede incrementar una pérdida fiscal?

R: Si, al ser la PTU un concepto que se considera para obtener la utilidad fiscal del
contribuyente es factible que pueda generar o en su defecto incrementar una pérdida 
fiscal derivado de su aplicación.

El artículo 57 de la LISR prevé que una pérdida fiscal se obtendrá de la diferencia 
entre los ingresos acumulables del ejercicio y las deducciones autorizadas, cuando el 
monto de estas últimas sea mayor que los ingresos. El resultado obtenido se incremen-
tará, en su caso, con la PTU pagada en el ejercicio en los términos del artículo 123 de 
la Constitución.

Ejemplo:

Incremento de pérdida fiscal por disminución de la PTU pagada
Ingresos acumulables del ejercicio 2018 $2’550,000.00

(–) Deducciones autorizadas 2’850,000.00
(=) Pérdida fiscal (antes de disminuir PTU pagada) $300,000.00
(–) PTU pagada en el ejercicio 185,000.00
(=) Pérdida fiscal incrementada $485,000.00

Como podemos observar, la pérdida fiscal se incrementó derivado de la disminución 
de la PTU pagada a la pérdida fiscal.

Ahorro y beneficios: Conocimos algunas de las implicaciones fiscales derivadas del 
pago de la PTU, lo que permitirá al lector conocer la correcta aplicación de la PTU paga-
da al cumplimiento de sus obligaciones fiscales subsecuentes, asimismo, conocimos los 
ordenamientos jurídicos aplicables.

En la siguiente edición veremos las demás implicaciones, como la disminución en pa-
gos provisionales de la PTU pagada en el ejercicio, el monto exento del ISR, las opciones 
que tiene el patrón para efectuar la retención del ISR derivado de su pago, así como el 
impacto que tiene en la determinación de la utilidad fiscal neta (Ufin) de las personas 
morales. T

F
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PTU a pagar para  
el ejercicio fiscal 2019
Aplicación electrónica para calcular la 

renta gravable y el ISR a retener
Dr. Juan Pedro Benítez Guadarrama

Pasante de Lic. en C. Bárbara Isabel Gutiérrez Lira
Dra. Ana Luisa Ramírez Roja

Caso práctico 2

Dr. Juan Pedro Benítez Guadarrama
Profesor investigador del Centro Universitario UAEM-Ecatepec, Corporativo Universitario México. Miem-
bro honorario del Colegio Profesional de Contadores Públicos de Ecatepec. jpbenitezg@uaemex.mx

Pasante de Lic. en C. Bárbara Isabel Gutiérrez Lira
Egresada de la licenciatura en contaduría por el Centro Universitario UAEM-Ecatepec.

Dra. Ana Luisa Ramírez Roja
Profesora investigadora del Centro Universitario UAEM-Ecatepec.

Finalidad: Informar acerca de la existen-
cia de una aplicación fiscal que contiene 
el procedimiento para determinar la ren-
ta gravable o la base para el cálculo de 
la participación de los trabajadores en 
las utilidades en las empresas (PTU), así 
como determinar y calcular el impuesto 
sobre la renta (ISR) a retener o subsidio 
para el empleo (SPE) que se tiene que pa-
gar a los trabajadores.

Orientado a: Contribuyentes personas 
fiscas y morales con fines de lucro, que 
generen utilidades y tengan trabajadores 
que presten un servicio personal subordi-
nado, las cuales se encuentran regulados 
dentro de la estructura de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta (LISR) en los títulos 
II y IV.

Consideraciones al tema: Una de las 
obligaciones fiscales enmarcadas en el 
artículo 9 de la LISR, en el que se funda-
menta la obtención de la renta gravable; 
otro ordenamiento se establece en el ar-
tículo 96, donde se especifica la retención 
que habrá de retener al trabajador por la 
percepción de este concepto, además el 
artículo 174 del Reglamento de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta (RLISR), donde 
establece el fundamento como una opción 
de cálculo para la retención del ISR.

La finalidad de este artículo es dar a co-
nocer la función de la aplicación y el cálculo 
de la PTU apegado a la ley, lo cual ayuda a 
orientar a los contadores, empresas y al pú-
blico que le interesa este tipo de cálculo.

Con el sentido de cumplir con la obli-
gación como patrón y con el derecho que 
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tienen los trabajadores, la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos 
en la fracción IX, apartado A), artículo 123, 
título sexto establece el derecho que tiene 
el trabajador en la PTU que las empresas 
han generado durante el ejercicio fiscal; 
las empresas cuya figura jurídica sean per-
sona físicas o morales con actividades de 
producción de bienes o servicios que ge-
neren utilidades deberán distribuirlas en-
tre sus trabajadores activos y aquellos que 
hayan dejado de prestar sus servicios en el 
ejercicio en que se haya generado.

Fundamento jurídico: Artículos 123 de la 
Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 117, 120, 126 de la Ley Fe-
deral del Trabajo (LFT); 9, 109, 111, párrafo 
octavo, 96 de la LISR; y 174 del RLISR.

Análisis del texto

1. ¿Quiénes son los sujetos exceptuados
de la obligación de repartir utilidades?

R: El artículo 126 de la LFT establece 
qué empresas quedan exceptuadas de la 
obligación de repartir utilidades, cuando:

• Las empresas de nueva creación, duran-
te el primer año de funcionamiento.

• Las empresas de nueva creación dedi-
cadas a la elaboración de un producto
nuevo, durante los dos primeros años de
funcionamiento.

• Las empresas de industria extractiva de
nueva creación, durante el periodo de
exploración.

• Las instituciones de asistencia privada
reconocidas por las leyes, que con bie-
nes de propiedad particular ejecuten ac-
tos con fines humanitarios de asistencia,
sin propósitos de lucro y sin designar in-
dividualmente a los beneficiarios.

• El Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS) y las instituciones públicas des-
centralizadas con fines culturales, asis-
tenciales o de beneficencia.

• Las empresas que tengan un capital me-
nor del que fije la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social (STPS) por ramas de
la industria, previa consulta con la Se-
cretaría de Economía (SE). La resolución
podrá revisarse total o parcialmente,
cuando existan circunstancias económi-
cas importantes que lo justifiquen.

La determinación y cálculo se realizará con 
base a las disposiciones contenidas en la LISR, 
el artículo 9 establece la obtención de la renta 
gravable, a la cual se le aplicará el porcentaje 
de 10% y cuyo resultado será el importe que 
se distribuirá entre los trabajadores.

La LFT, en su artículo 117, prevé el por-
centaje fijado por la Comisión Nacional para 
el Reparto de la PTU (CNPTU), el cual se 
aplicará a la utilidad generada en el ejer-
cicio conforme a las normas de la LISR, 
disposiciones que establecen la determi-
nación y cálculo de la base gravable para 
la PTU (artículos 120 de la LFT; 9, 109, 111, 
octavo párrafo, de la LISR).

La aplicación móvil fiscal fue desarrolla-
da, para ser ejecutada en teléfonos inteli-
gentes, tabletas y otros dispositivos móvi-
les, que permite al contribuyente efectuar, 
generar y obtener información de tipo fis-
cal, la app contiene un menú principal con 
las siguientes opciones:

• Cálculo de la PTU. En esta opción se
puede determinar y calcular la renta
gravable conforme a las disposiciones
fiscales contenidas en los artículos 9,
110 y 111 de la LISR, aquí es donde se
determina el monto a repartir entre los
trabajadores.

• Cálculo opcional. Con esta opción se apli-
ca la disposición contenida en el artículo
174 del RLISR referente a la retención
optativa sobre el ingreso y obtención de
la remuneración referida.

• Cálculo normal. En caso de no optar por
aplicar lo dispuesto en la disposición con-
tenida en el RLISR, se podrá aplicar lo dis-
puesto en el artículo 96 de la LISR, para la
retención del ISR por el pago de la PTU.
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Con base en las opciones presentadas 
y con fundamento en las leyes fiscales de 
referencia, se ejemplifica la utilidad de la 
aplicación móvil fiscal para obtener la in-
formación requerida para realizar la reten-
ción del ISR.

Con fundamento en los artículos 9, 110 
y 111 de la LISR, encontramos la mecánica 
para la determinación y cálculo de la ren-
ta gravable, la PTU determinada y la PTU a 
distribuir.

Con base en las disposiciones fiscales, 
para determinar la renta gravable en ma-
teria de PTU, los contribuyentes deberán 
disminuir a los ingresos acumulables las 
cantidades que no hubiesen sido deduci-
bles en los términos de la fracción XXX del 
artículo 28 de la LISR.

Determinación de la PTU 2018 a repartir en el ejercicio de 2019
EL MEXICANO, S.A. DE C.V.
Signos Concepto Parcial Importes

Total de ingresos 
acumulables $300,000.00

(–) Cantidades no 
deducibles de 
la fracción XXX, 
del artículo 28 
de la LISR. 10,000.00

(–) Deducciones 
autorizadas 100,000.00

(=) Base de reparto 
de la PTU $190,000.00

(x) Porcentaje de
la PTU 10

(=) PTU determi-
nada para el 
ejercicio 2018 $19,000.00

(+) PTU no cobrada 
del ejercicio an-
terior (2017)* 2,000.00

(=) PTU para repartir 
en el ejercicio 
2019 $21,000.00

* �En lo establecido en el último párrafo del artículo 122, párrafo 3, de la
LFT, el importe de las utilidades no reclamadas en el año en que sean
exigibles, se agregará a la utilidad repartible del año siguiente.
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El importe de la PTU a repartir a to-
dos los trabajadores por el ejercicio de 
2018 a pagar en el ejercicio 2019 es  
de $21,000.00.

2. ¿Cuándo debe repartirse este dere-
cho a los trabajadores?

R: Se debe repartir dentro de los 60 
días siguientes a la fecha en que deba pa-
garse el impuesto anual (artículo 122 de la 
LFT); es decir, las personas morales pagan 
su impuesto anual a más tardar el 31 de 
marzo (artículo 9 de la LISR), por lo tanto, 
el pago de la PTU deberán realizarlo a sus 
trabajadores a más tardar el 31 de mayo de 
2019 (artículo151 de la LISR).

Para el caso de personas físicas, el im-
puesto anual lo paga a más tardar el 30 de 

abril, por consiguiente el pago de la PTU a sus trabajadores deberán hacerlo a más tardar 
el día 30 de junio de 2019.

3. ¿Cómo se hará el reparto de utilidades?

R: Para ejemplificar el reparto de utilidades se relacionan los siguientes datos:

 Datos de trabajadores del ejercicio de 2018
EL AZTECA, S.A. DE C.V. 

Puesto
Salarios devengados 

anuales
Días trabajados 

anuales
Asistente $75,890.00 365

Auxiliar 1 65,432.00 365

Auxiliar 2 65,432.00 310

Almacenista 35,600.00 340

Chofer 32,450.00 300

Enfermero 22,310.00 365

Guardia de seguridad 20,567.00 365

Totales $317,681.00 2,410

La distribución de la PTU debe ser en dos partes iguales, la primera se repartirá con-
siderando el número de días trabajados en el año por trabajador, la segunda se repartirá 
conforme al monto de los salarios devengados por el trabajo prestado en el año. Una vez 
obtenidos estos datos procedemos a calcular los factores que nos servirán de base para 
distribuir la PTU.
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Para calcular el factor de los salarios devengados dividimos entre dos el importe de la 
PTU, la cantidad de $21,000.00 ÷ 2 = $10,500.00. Una vez que tenemos el importe anterior, 
procedemos al cálculo del factor, se determinará dividiendo el 50% de la PTU correspondiente 
(resultado anterior) a $10,500.00 ÷ $317,681.00 (la suma de los salarios de todos los traba-
jadores), cuyo resultado es: 0.0330520238855959.

Para calcular el factor de los días devengados, dividimos entre dos el importe de 
la PTU (la cantidad de $21,000.00 ÷ 2 = $10,500.00). Una vez que tenemos el importe 
anterior, procedemos al cálculo del factor, el cual se determinará dividiendo el 50% de la 
PTU correspondiente (resultado anterior) a $10,500.00 ÷ 2,410, suma de todos los días 
trabajados, cuyo resultado es: 4.356846473029050.

El factor de salario se multiplicará por los salarios devengados de cada uno de los tra-
bajadores para obtener la primera proporción de la PTU que le corresponda; asimismo, 
el factor de días se multiplicará por los días devengados de cada uno de los trabajadores 
para obtener la segunda proporción y se podrá conocer el monto a recibir por concepto 
de PTU por cada trabajador.

A continuación se muestra la relación del reparto de la PTU a cada uno de los trabaja-
dores y el monto exento de las siguientes gratificaciones conforme al artículo 93, facción 
XIV, de la LISR:

• Aguinaldo exento para 2019: $2,547.00 (30 unidades de medida y actualización
[UMA]).

• PTU exenta para 2019: $1’267.35 (15 UMA).
• Prima vacacional para 2019: $1’267.35 (15 UMA).
• Prima dominical: $84.49 por cada domingo de trabajo.

Datos de los trabajadores del ejercicio de 2018
EL AZTECA, S.A. DE C.V.

Puesto

Salarios 
devengados 

anuales

Días tra-
bajados 
anuales Factor por días

Factor por 
salario

PTU por 
salario

PTU por 
días

PTU a 
recibir

Asistente $75,890.00 365 4.3568464730 0.0330520239  $2,508.32 $1,590.25 $4,098.57
Auxiliar 1 65,432.00 365 4.3568464730 0.0330520239  2,162.66 1,590.25 3,752.91
Auxiliar 2 65,432.00 310 4.3568464730 0.0330520239  2,162.66 1,350.62 3,513.28
Almace-
nista 35,600.00 340 4.3568464730 0.0330520239  1,176.65 1,481.33 2,657.98
Chofer 32,450.00 300 4.3568464730 0.0330520239  1,072.54 1,307.05 2,379.59
Enferme-
ro 22,310.00 365 4.3568464730 0.0330520239  737.39 1,590.25 2,327.64
Guardia 
de segu-
ridad 20,567.00 365 4.3568464730 0.0330520239 679.78 1,590.25 2,270.03
Totales $317,681.00 2,410 $10,500.00 $10,500.00 $21,000.00

4. ¿Cómo realizar el cálculo de la retención del ISR?

R: Obtenidos los resultados de los montos a percibir por cada uno de los trabajado-
res, el patrón tiene como obligación realizar el cálculo y retener el ISR por concepto de 
las remuneraciones recibidas.
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Con base en los ordenamientos de la LISR, el patrón puede calcular la retención consi-
derando la disposición del artículo 96 de la misma ley de referencia o aplicando el artículo 
174 del RLISR sin perjuicio a los trabajadores.

Tomando en cuenta los datos del primer trabajador, se utilizará la tecnología móvil 
para realizar el cálculo considerando las dos opciones que establece la LISR. Supone-
mos que el trabajador tiene un salario anual de $75,890.00 ÷ 365, su salario diario ordi-
nario es de $207.92, tenemos que considerar que el mes de mayo tiene 31 días mes en 
que recibe la participación, por consiguiente, tendrá un salario mensual ordinario corres-
pondiente a $6,445.45, al realizar el cálculo de la retención se debe considerarse la UMA. 

En la herramienta fiscal se debe indicar la UMA, su salario diario ordinario y su PTU a recibir, 
al oprimir cálculo se determinará de manera automática la PTU exenta, gravada, diaria, men-
sual, el ingreso mensual acumulado y ordinario, así como el ISR que deberá retener y enterar 
el patrón ante la autoridad hacendaria a más tardar el día 17 del mes posterior al vencimiento 
del mes de junio en caso de ser persona moral o en el mes de julio en el caso de persona física.

Cálculo opcional del RLISR

Cálculo de la retención del ISR (artículo 174 del RLISR)
Monto de la PTU $4,098.57

(–) PTU exenta (84.49 x 15) 1,267.35
(=) PTU gravada $2,831.22
(÷) Número de días en el año 365
(=) PTU promedio diario $7.76
(x) Número de días promedio 30.4
(=) PTU promedio mensual $235.90
(+) Ingreso mensual ordinario 6,445.52
(=) Ingreso mensual acumulado $6,681.42
(–) Límite inferior (LI) 4,910.19
(=) Excedente del LI $1,771.23
(x) Porcentaje sobre el excedente 10.88
(=) Impuesto marginal $192.71
(+) Cuota fija 288.33
(=) ISR antes del subsidio $481.04
(–) SPE 253.54
(=) ISR al ingreso mensual acumula-

do con PTU $227.50

Ingreso mensual ordinario $6,445.45
(–) LI 4,910.19
(=) Excedente del LI $1,535.26
(x) Porcentaje sobre excedente 10.88
(=) Impuesto marginal $167.04
(+) Cuota fija 288.33
(=) ISR antes de subsidio $455.37
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(–) SPE 253.54
(=) ISR del ingreso mensual ordinario $201.83

ISR al ingreso mensual acumula-
do con PTU $227.50

(–) ISR del ingreso mensual ordinario 201.83
(=) Diferencias de impuestos $25.67
(÷) PTU promedio mensual 235.90
(=) Tasa de retención 0.10880
(x) PTU gravable 2,831.22
(=) ISR a retener $308.09

Cálculo normal de la LISR
Cálculo de la retención del ISR (artículo 96 de la LISR)

Monto de la PTU $4,098.57
(–) PTU exenta (84.49 x 15) 1,267.35
(=) PTU gravada $2,831.22
(+) Ingreso mensual ordinario 6,445.52
(=) Ingreso mensual acumulado $9,276.74
(–) LI 8,629.21
(=) Excedente del LI $647.53
(x) Porcentaje sobre el excedente 16.00
(=) Impuesto marginal $103.60
(+) Cuota fija 692.96
(=) ISR antes del subsidio $796.56
(–) SPE 0.00
(=) ISR a retener $796.56
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A continuación se muestra la tarifa mensual y el subsidio aplicables:

Tarifa aplicable durante 2019 para el cálculo de los pagos provisionales mensuales1

Límite inferior
$

Límite superior
$

Cuota fija
$

Por ciento para aplicarse sobre 
el excedente del límite inferior

%
0.01 578.52 0.00 1.92

578.53 4,910.18 11.11 6.40
4,910.19 8,629.20 288.33 10.88
8,629.21 10,031.07 692.96 16.00

10,031.08 12,009.94 917.26 17.92
12,009.95 24,222.31 1,271.87 21.36
24,222.32 38,177.69 3,880.44 23.52
38,177.70 72,887.50 7,162.74 30.00
72,887.51 97,183.33 17,575.69 32.00
97,183.34 291,550.00 25,350.35 34.00

291,550.01 En adelante 91,435.02 35.00

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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              �Tabla del SPE aplicable a la tarifa del numeral 5 del rubro B2 (monto de ingresos 
que sirven de base para calcular el impuesto 

Para ingresos de
$

Hasta ingresos de
$

Cantidad de subsidio para 
el empleo mensual

$
0.01 1,768.96 407.02

1,768.97 2,653.38 406.83
2,653.39 3,472.84 406.62
3,472.85 3,537.87 392.77
3,537.88 4,446.15 382.46
4,446.16 4,717.18 354.23
4,717.19 5,335.42 32.87
5,335.43 6,224.67 294.63
6,224.68 7,113.90 253.54
7,113.91 7,382.33 217.61
7,382.34 En adelante 0.00

Ahorros y beneficios: Es importante conocer las diferentes alternativas que se esta-
blecen en las leyes fiscales, como se pudo observar, la opción del artículo 174 del RLISR 
es la mejor alternativa, ya que el impuesto es menor en comparación con el artículo 96 
de la LISR.

Es de nuestro interés proporcionar una herramienta portable en su teléfono inteli-
gente con el propósito de tener al alcance recursos que permitan solucionar uno de los 
grandes problemas a los que se enfrentan los empresarios por querer explicar a sus tra-
bajadores la forma en que se les retiene el impuesto, con esto se busca la mejor forma de 
ayudarle para retenerles menos cantidad de dinero, al momento de recibir su remunera-
ción no es común contar con herramientas que permitan realizar el cálculo y comprobar 
la retención que se le está haciendo.

El propósito es describir y proporcionar una herramienta portátil, confiable llamada 
“PTU19” que ayude a confirmar y comprobar la retención del impuesto por concepto de 
participación de las utilidades a los empresarios, trabajadores, asesores o consultores 
administrativos, contables, fiscales y empresas a contar con una herramienta al alcance 
en el dispositivo móvil.

La aplicación fiscal “PTU19” se puede obtener en la plataforma Play Store. T
F

Referencias
1		  Tarifas aplicables a retenciones, Diario Oficial de la Federación (DOF): 24/12/2018 Anexo 8 de la Reso-

lución Miscelánea Fiscal para 2018 (RMF-18), 5-B.
2		  Tarifas aplicables a retenciones, DOF: 24/12/2018 Anexo 8 de la RMF-18, 5-B.
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¿Acreditó el ISR pagado 
por distribución de 

dividendos o utilidades?
Conozca los efectos  

en la determinación de la Ufin
Mtro. Manuel Cuauhtémoc Parra Flores
Mtro. Erick Manuel Aranda Hernández

Caso práctico 3

Mtro. Manuel Cuauhtémoc Parra Flores
Técnico programador analista de sistemas. Doctorante en derecho fiscal. Contador público certificado 
en el área de contabilidad y fiscal. Abogado con maestría en derecho fiscal. Máster en impuestos. 
Catedrático a nivel licenciatura en las carreras de derecho y contaduría pública y a nivel maestría. Abo-
gado y contador público independiente. Articulista de diversas revistas fiscales nacional e internacional. 
Coautor de los libros: Defensa Fiscal. Conceptos de impugnación ganadores/perdedores ante el TFJA y 
Estudio práctico del Régimen Opcional para Grupos de Sociedades. Ponente en temas de índole fiscal. 
manuel_fusion@hotmail.com

Mtro. Erick Manuel Aranda Hernández
Abogado con especialidad y maestría en impuestos. Doctorante en derecho fiscal. Catedrático a 
nivel licenciatura, especialidad y maestría, en universidades de los estados de Guerrero y Morelos. Abo-
gado independiente y subdirector de una institución educativa. Articulista en diversas revistas fiscales 
nacional e internacional. Coautor de los libros: Defensa fiscal. Conceptos de impugnación ganadores/
perdedores ante el TFJA y Estudio práctico del Régimen Opcional para Grupos de Sociedades. Ponen-
te en temas de índole fiscal. ericktributario2012@hotmail.com

Finalidad: Conocer de manera general el 
efecto en la determinación de la utilidad 
fiscal neta del ejercicio (Ufin), cuando se 
acredita el impuesto sobre la renta (ISR) 
pagado por la distribución de dividendos.

Orientado a: Abogados, contadores, ad-
ministradores, estudiantes y, en general, 
a cualquier persona interesada en el tema 
objeto del presente artículo.

Consideraciones al tema: La Ley del Im-
puesto sobre la Renta (LISR) establece, en 
el numeral 1, la obligación de las personas 
físicas y morales de pagar el ISR, cuando se 

obtengan ingresos, entendiéndose como 
tal a cualquier cantidad que modifique po-
sitivamente el haber patrimonial.

No obstante lo anterior, cuando se dis-
tribuyan dividendos o utilidades se debe 
seguir el procedimiento establecido en el 
artículo 10 de la LISR para determinar si 
hay un impuesto a pagar.

En caso de que haya un ISR a pagar, se 
podrá aprovechar vía acreditamiento en el 
cálculo del impuesto del ejercicio, inclu-
sive en los pagos provisionales de los dos 
ejercicios siguientes.

Asimismo, si se efectúa el acreditamien-
to del ISR pagado por la distribución de 
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dividendos, repercutirá en la mecánica de 
cálculo de la Ufin.

Fundamento jurídico: Artículo 10 de la 
LISR.

Artículo 10. ....................................................

Cuando los contribuyentes a que se refiere 
este artículo distribuyan dividendos o utilidades 
y como consecuencia de ello paguen el impuesto 
que establece este artículo, podrán acreditar di-
cho impuesto de acuerdo a lo siguiente:

I. El acreditamiento únicamente podrá efec-
tuarse contra el impuesto sobre la renta del ejer-
cicio que resulte a cargo de la persona moral en 
el ejercicio en el que se pague el impuesto a que 
se refiere este artículo.

El monto del impuesto que no se pueda acre-
ditar conforme al párrafo anterior, se podrá 
acreditar hasta en los dos ejercicios inmedia-
tos siguientes contra el impuesto del ejercicio 
y contra los pagos provisionales de los mismos. 
Cuando el impuesto del ejercicio sea menor que 
el monto que se hubiese acreditado en los pagos 
provisionales, únicamente se considerará acre-
ditable contra el impuesto del ejercicio un mon-
to igual a este último.

Cuando el contribuyente no acredite en un 
ejercicio el impuesto a que se refiere el cuarto 
párrafo de este artículo, pudiendo haberlo hecho 
conforme al mismo, perderá el derecho a hacerlo 
en los ejercicios posteriores hasta por la cantidad en 
la que pudo haberlo efectuado. 

II. Para los efectos del artículo 77 de esta Ley,
en el ejercicio en el que acrediten el impuesto 
conforme a la fracción anterior, los contribuyen-
tes deberán disminuir de la utilidad fiscal neta 
calculada en los términos de dicho precepto, la 
cantidad que resulte de dividir el impuesto acre-
ditado entre el factor 0.4286.

ISR por distribución de 
dividendos o utilidades

No obstante lo anterior, el numeral 10 de 
la LISR obliga al contribuyente persona 

moral a pagar un ISR por distribución de 
dividendos o utilidades, lo cual sin duda va 
en contra de la naturaleza jurídica del con-
cepto “ingreso”, pues éste implica cualquier 
cantidad que modifique positivamente el 
haber patrimonial de una persona, y la dis-
tribución de dividendos o utilidades no lo 
configura; sin embargo, a pesar de que la 
distribución de dividendos o utilidades no 
implica una modificación positiva del haber 
patrimonial de la persona moral, el numeral 
10 de la LISR indica el procedimiento a se-
guir para determinar si hay algún impuesto 
a pagar. El artículo 10 de la LISR indica lo 
siguiente:

Artículo 10. Las personas morales que distri-
buyan dividendos o utilidades deberán calcular y 
enterar el impuesto que corresponda a los mis-
mos, aplicando la tasa establecida en el artículo 
9 de la presente Ley. Para estos efectos, los di-
videndos o utilidades distribuidos se adicionarán 
con el impuesto sobre la renta que se deba pagar 
en los términos de este artículo. Para determinar 
el impuesto que se debe adicionar a los dividen-
dos o utilidades, éstos se deberán multiplicar por 
el factor de 1.4286 y al resultado se le aplicará 
la tasa establecida en el citado artículo 9 de esta 
Ley. El impuesto correspondiente a las utilidades 
distribuidas a que se refiere el artículo 78 de la 
presente Ley, se calculará en los términos de di-
cho precepto.

Por otro lado, en el propio artículo 10, 
tercer párrafo, se indica textualmente lo si-
guiente:

Artículo 10. .....................................................

No se estará obligado al pago del impuesto a 
que se refiere este artículo cuando los dividendos 
o utilidades provengan de la cuenta de utilidad
fiscal neta que establece la presente Ley.

Es decir, cuando se distribuyen divi-
dendos o utilidades y éstas provengan de 
la cuenta de utilidad fiscal neta (Cufin), no 
se estará obligado al pago del ISR.

Ejemplo:
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Cufin actualizada a la fecha de distribución de dividendos	  $585,000.00
Dividendos a distribuir							   $100,000.00
Dividendos sujetos al impuesto del artículo 10 de la LISR			  $0.00

En caso de que la distribución de dividendos o utilidades no provengan de la Cufin, se 
deberá seguir el procedimiento del artículo 10, primer párrafo, de la LISR:

      Dividendos o utilidades distribuidos				 $100,000.00
(x) Factor de piramidación          1.4286
(=) Dividendos o utilidades distribuidos adicionados $142,860.00
(x) Tasa del artículo 9 de la LISR  30%
(=) ISR por dividendos o utilidades distribuidos   $42,858.00

El ISR determinado por distribución de dividendos o utilidades tendrá el carácter de 
pago definitivo y deberá enterarse a más tardar el día 17 del mes inmediato siguiente a 
aquél en el que se pagaron los dividendos o utilidades.

Artículo 10. ............................................................................................................................................

El impuesto a que se refiere este artículo, se pagará además del impuesto del ejercicio a que se 
refiere el artículo 9 de esta Ley, tendrá el carácter de pago definitivo y se enterará ante las oficinas 
autorizadas, a más tardar el día 17 del mes inmediato siguiente a aquél en el que se pagaron los divi-
dendos o utilidades.

Acreditamiento del ISR pagado  
por distribución de dividendos o utilidades 
en el ejercicio en que se paga el impuesto	

El quinto párrafo del artículo 10 de la LISR prevé la mecánica a seguir para aprovechar, 
vía acreditamiento, el ISR definitivo pagado por distribución de dividendos o utilidades, 
el cual a la letra indica:

Artículo 10. ............................................................................................................................................

I. El acreditamiento únicamente podrá efectuarse contra el impuesto sobre la renta del ejercicio que re-
sulte a cargo de la persona moral en el ejercicio en el que se pague el impuesto a que se refiere este artículo.

Es decir, el acreditamiento deberá, primeramente, efectuarse al momento de deter-
minar el ISR a cargo del ejercicio en que se pague el impuesto, no procediendo en los 
pagos provisionales del mencionado ejercicio.

Ejemplo:

Mes de pago del ISR por distribución de dividendos o utilidades		         Junio
¿Acreditamiento del ISR pagado por distribución en el PP de julio?		 No
¿Acreditamietno del ISR pagado por distribución hasta la anual?		   Sí



76

71
0

Es importante señalar que si no se acredita el ISR pagado por distribución de divi-
dendos o utilidades, pudiéndolo haberlo hecho, se perderá el derecho a hacerlo en los 
ejercicios posteriores hasta por la cantidad en la que pudo haberlo efectuado.

Por otro lado, la estructura general para determinar el ISR propio del ejercicio, de 
conformidad con los numerales 9, 14, primer párrafo, y 54, primer párrafo, de la LISR, es 
el siguiente: 

	 Ingresos acumulables del ejercicio
(–) Deducciones autorizadas del ejercicio
(–) PTU pagada en el ejercicio
(=) Utilidad fiscal del ejercicio
(–) Pérdidas fiscales pendientes de aplicar de ejercicios anteriores
(=) Resultado fiscal del ejercicio
(x) Tasa de 30%
(=) ISR causado del ejercicio
(–) Pagos provisionales del artículo 14 de la LISR
(–) ISR retenido de intereses por instituciones del sistema financiero, artículo 54
(=) ISR por pagar del ejercicio

Sin embargo, estimado lector, ni el numeral 9 ni mucho menos el 10 de la LISR, indi-
can el orden de prelación respecto al acreditamiento del ISR pagado por distribución de 
dividendos o utilidades, es decir, si es antes o después del acreditamiento de los pagos 
provisionales.

No obstante, el criterio normativo 10/ISR/N contenido en el Anexo 7 de la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2018 (RMF-18), referente a la compilación de criterios normati-
vos, prevé:

10/ISR/N ISR por dividendos o utilidades. Orden en el que se efectuará su acreditamiento.
El artículo 10, fracción I, primer párrafo de la Ley del ISR, dispone que cuando las personas morales 

distribuyan dividendos o utilidades y como consecuencia de ello, paguen el impuesto que establece el 
artículo citado, podrán efectuar el acreditamiento correspondiente únicamente contra el ISR del ejercicio 
que resulte a cargo de la persona moral en el ejercicio en el que se haya efectuado el pago del impuesto 
correspondiente a los dividendos o utilidades distribuidos.

Cabe señalar que la disposición en cita es reiteración del texto del artículo 11, fracción I, primer párra-
fo de la Ley del ISR vigente hasta el 31 de diciembre de 2013. En relación con este precepto, se comenta 
que en el Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público para reformar dicha Ley para el 2003, 
se consideró conveniente modificar el esquema de acreditamiento, para permitir a los contribuyentes 
efectuar el acreditamiento del ISR pagado por la distribución de dividendos o utilidades, contra el im-
puesto causado en el mismo ejercicio y en los dos siguientes.

En este sentido, se advierte que el legislador equiparó el concepto ISR del ejercicio que resulte a cargo 
a que se refiere el artículo 10, fracción I, primer párrafo de la Ley del ISR vigente, con el de impuesto 
causado, que se determina de conformidad con el artículo 9 de la Ley referida, dicha consideración que-
dó plasmada en el texto del artículo 10 antes señalado, el cual corresponde a la reproducción de manera 
idéntica del artículo 11, fracción I, primer párrafo de la Ley del ISR vigente hasta el 31 de diciembre de 
2013, por lo que prevalecen las razones que le dieron origen a la disposición.

En consecuencia, para efectos del artículo 10, fracción I, primer párrafo de la Ley del ISR, el im-
puesto que resulte a cargo, contra el cual las personas morales pueden acreditar el impuesto 
pagado por la distribución de dividendos o utilidades, es aquel que resulta de aplicar la mecá-
nica prevista en el artículo 9 de la Ley de la materia, antes de acreditar los pagos provisionales 
correspondientes.
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Origen Primer antecedente

2012

Oficio 600-04-02-2012-57567 de 23 de julio de 2012 mediante el cual se dan a conocer los criterios 
normativos aprobados en el primer semestre 2012. Oficio 600-04-02-2012-69616 de 29 de noviembre de 
2012 a través del cual se da a conocer el Boletín 2012, con el número de criterio normativo 48/2012/ISR.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Bajo este orden de ideas, la estructura general quedaría de la siguiente manera:

	 Ingresos acumulables del ejercicio
(–) Deducciones autorizadas del ejercicio
(–) PTU pagada en el ejercicio
(=) Utilidad fiscal del ejercicio
(–) Pérdidas fiscales pendientes de aplicar de ejercicios anteriores
(=) Resultado fiscal del ejercicio
(x) Tasa del 30%
(=) ISR causado del ejercicio
(–) ISR definitivo pagado por distribución de dividendos o utilidades
(–) Pagos provisionales del artículo 14 de la LISR
(–) ISR retenido de intereses por instituciones del sistema financiero, artículo 54
(=) ISR por pagar del ejercicio

Acreditamiento del ISR pagado por distribución 
de dividendos o utilidades en los siguientes dos 
ejercicios al ejercicio en que se paga el impuesto

El segundo párrafo de la fracción I del artículo 10 de la LISR establece:

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Artículo 10. ............................................................................................................................................

I. ..............................................................................................................................................................

El monto del impuesto que no se pueda acreditar conforme al párrafo anterior, se podrá acreditar 
hasta en los dos ejercicios inmediatos siguientes contra el impuesto del ejercicio y contra los pagos 
provisionales de los mismos. Cuando el impuesto del ejercicio sea menor que el monto que se hubiese 
acreditado en los pagos provisionales, únicamente se considerará acreditable contra el impuesto del ejer-
cicio un monto igual a este último.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Es decir, a diferencia del ejercicio en donde se paga el ISR por distribución de divi-
dendos o utilidades, en los siguientes dos ejercicios sí es procedente el acreditamiento, 
incluso en los pagos provisionales.

Consecuencias en la determinación 
de la Ufin del ejercicio

Por lo expuesto con anterioridad, parecería que el efecto neto de la distribución de divi-
dendos para las finanzas de las personas morales es cero, dado lo siguiente:

• Se debe pagar el ISR por la distribución de dividendos en caso de que la Cufin sea in-
suficiente (efecto negativo).

• El ISR pagado por la distribución de dividendos puede ser aprovechado vía acreditamiento
(efecto cero).

No obstante lo anterior, estimado lector, la fracción II del numeral 10 de la LISR indica 
que en caso de acreditamiento se deberá efectuar lo siguiente:

Artículo 10. ............................................................................................................................................

II. Para los efectos del artículo 77 de esta Ley, en el ejercicio en el que acrediten el impuesto conforme
a la fracción anterior, los contribuyentes deberán disminuir de la utilidad fiscal neta calculada en los tér-
minos de dicho precepto, la cantidad que resulte de dividir el impuesto acreditado entre el factor 0.4286.

Ejemplo:

Cálculo del ISR por dividendos o utilidades distribuidas

  Dividendos o utilidades distribuidos				 $100,000.00
(x) Factor de piramidación          1.4286
(=) Dividendos o utilidades distribuidos adicionados $142,860.00
(x) Tasa del artículo 9 de la LISR  30%
(=) ISR por dividendos o utilidades distribuidos   $42,858.00
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Cantidad a disminuir de la Ufin

      ISR por dividendos o utilidades distribuidos acreditado			 $42,858
(÷) Factor										   0.4286
(=) Cantidad a disminuir de la Ufin					         $99,995.33

Con lo anterior podemos obtener las siguientes premisas:

• Se debe pagar el ISR por la distribución de dividendos en caso de que la Cufin sea in-
suficiente (efecto negativo).

• El ISR pagado por la distribución de dividendos puede ser aprovechado vía acredi-
tamiento (efecto cero).

• El ISR acreditado por la distribución de dividendos afectará a la determinación de la
Ufin del ejercicio (efecto negativo final).

Caso práctico

La sociedad “Aranda Parra y Asociados” realiza en el mes de mayo de 2017 una distri-
bución de dividendos, por la cantidad de $100,000.00, contando a dicha fecha con una 
Cufin actualizada de $42,000.00.

Determinación del ISR por distribución de dividendos o utilidades

	 Dividendos o utilidades distribuidos				 $100,000.00
(–) Cufin actualizada a la fecha de distribución			     42,000.00
(=) Dividendos distribuidos sujetos al artículo 10		   $58,000.00
(x) Factor          1.4286  
(=) Dividendos o utilidades distribuidos adicionados   $82,858.80
(x) Tasa del artículo 9 de la LISR  30%
(=) ISR por dividendos o utilidades distribuidos   $24,857.64
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Universo Contable 
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Acreditamiento del ISR por distribución de dividendos o utilidades en la determina-
ción del ISR propio del ejercicio

	 Ingresos acumulables del ejercicio				 $1’250,000.00
(–) Deducciones autorizadas del ejercicio				   1’050,000.00
(–) PTU pagada en el ejercicio						        50,000.00
(=) Utilidad fiscal del ejercicio						     $150,000.00
(–) Pérdidas fiscales pendientes de aplicar					     0.00
(=) Resultado fiscal del ejercicio					    $150,000.00
(x) Tasa del artículo 9 de la LISR     30%
(=) ISR causado del ejercicio      $45,000.00
(–) �ISR definitivo pagado por distribución

de dividendos o utilidades						  24,857.64
(–) Pagos provisionales del artículo 14 de la LISR			        15,000.00
(–) ISR retenido de intereses, artículo 54 de la LISR			          1,200.00
(=) ISR por pagar del ejercicio						        $3,942.36

Determinación de la cantidad a disminuir de la Ufin del ejercicio

	 ISR por dividendos o utilidades distribuidos acreditado		      $24,857.64
(÷) Factor										 0.4286
(=) Cantidad a disminuir de la Ufin					        $57,997.29

Ahorros y beneficios: En el presente taller se dio a conocer, de manera general, 
la mecánica a seguir para acreditar el ISR pagado por la distribución de dividendos o 
utilidades, así como sus efectos en la determinación de la Ufin, no sin antes abordar los 
fundamentos jurídicos, para que usted, estimado lector, tenga una mayor claridad sobre 
el tema tratado. T
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